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OORRDDEENNAANNZZAA  FFIISSCCAALL  GGEENNEERRAALL  DDEELL  AAYYUUNNTTAAMMIIEENNTTOO  DDEE  AARRRROOYYOOMMOOLLIINNOOSS  

 

CAPÍTULO I. Principios generales 
 

Artículo 1.Objeto 

La presente Ordenanza, aprobada al amparo del artículo 106.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local, y el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de Marzo, contiene las normas 
generales de gestión, inspección y recaudación referentes a todos los tributos que constituyen el 
régimen fiscal de este Municipio, sin perjuicio de la aplicación de la Ley General Tributaria 58/2003, de 
17 de Diciembre y demás normas concordantes, y de las disposiciones de la respectiva Ordenanza 
reguladora de cada tributo en particular. 

Artículo 2. Principios de la ordenación y aplicació n del sistema tributario 

La ordenación de los tributos ha de basarse en la capacidad económica de las personas 
llamadas a satisfacerlos y en los principios de justicia, generalidad, igualdad, progresividad, equitativa 
distribución de la carga tributaria y no confiscatoriedad. 

Artículo 3. Fines de los tributos 

Los tributos, además de ser medios para obtener los recursos necesarios para el sostenimiento 
de los gastos públicos, podrán servir como instrumentos de la política económica y atender a la 
realización de los principios y fines contenidos en la Constitución.  

Artículo 4. Ámbito de aplicación 

La presente Ordenanza Fiscal General se aplicará en todo el Término Municipal de 
Arroyomolinos mientras esté vigente.  

Artículo 5. Interpretación, calificación e integrac ión 

1. Las obligaciones tributarias se exigirán con arreglo a la naturaleza jurídica del hecho, acto o 
negocio realizado, cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados le hubieran dado, y 
prescindiendo de los defectos que pudieran afectar a su validez.  

2. Las normas tributarias se interpretarán con arreglo a lo dispuesto en el apartado 1 del 
artículo 3 del Código Civil.  

En tanto no se definan por la normativa tributaria, los términos empleados en sus normas se 
entenderán conforme a su sentido jurídico, técnico o usual, según proceda 

3. No se admitirá la analogía para extender más allá de sus términos estrictos el ámbito del 
hecho imponible, de las exenciones y demás beneficios o incentivos fiscales. 

4. Se entenderá que existe conflicto en la aplicación de la norma tributaria cuando se evite total 
o parcialmente la realización del hecho imponible o se minore la base o la deuda tributaria mediante 
actos o negocios en los que concurran las siguientes circunstancias: 

a) Que, individualmente considerados o en su conjunto, sean notoriamente artificiosos o 
impropios para la consecución del resultado obtenido. 
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b) Que de su utilización no resulten efectos jurídicos o económicos relevantes, distintos del 
ahorro fiscal y de los efectos que 

3. No se admitirá la analogía para extender más allá de sus términos estrictos el ámbito del 
hecho imponible, de las exenciones y demás beneficios o incentivos fiscales. 

4. Se entenderá que existe conflicto en la aplicación de la norma tributaria cuando se evite total 
o parcialmente la realización del hecho imponible o se minore la base o la deuda tributaria mediante 
actos o negocios en los que concurran las siguientes circunstancias: 

a) Que, individualmente considerados o en su conjunto, sean notoriamente artificiosos o 
impropios para la consecución del resultado obtenido. 

b) Que de su utilización no resulten efectos jurídicos o económicos relevantes, distintos del 
ahorro fiscal y de los efectos que se hubieran obtenido con los actos o negocios usuales o 
propios.  

5. En los actos o negocios en los que exista simulación, el hecho imponible gravado será el 
efectivamente realizado por las partes. 

La existencia de simulación será declarada por el Ayuntamiento en el correspondiente acto de 
liquidación, sin que dicha calificación produzca otros efectos que los exclusivamente tributarios. 

En la regularización que proceda como consecuencia de la existencia de simulación se exigirán los 
intereses de demora y, en su caso, la sanción pertinente.  

Artículo 6. Ámbito temporal 

Las normas tributarias entrarán en vigor con arreglo a lo dispuesto en el artículo primero del 
Código Civil, y serán aplicadas durante el plazo, determinado o indefinido, previsto en la respectiva 
norma. 

Artículo 7 

Los tributos se aplicarán conforme a los criterios de residencia o territorialidad que establezca la 
ley en cada caso. En su defecto, los tributos de carácter personal se exigirán conforme al criterio de 
residencia y los demás tributos conforme al criterio de territorialidad que resulte más adecuado a la 
naturaleza del objeto gravado. 

Artículo 8 

Se entienden por tributos municipales aquellos que el Ayuntamiento establezca en base a lo 
previsto en el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de Marzo. 

Artículo 9 

La imposición de tributos de carácter local y la aprobación, en su caso, de la respectiva 
Ordenanza Fiscal, o su modificación, se ajustarán igualmente a las normas contenidas en el citado 
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 
2/2.004, de 5 de Marzo, y Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, y 
demás disposiciones que fueren de aplicación. 

CAPÍTULO II. Hecho imponible 
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Artículo 10 

1. El hecho imponible es el presupuesto fijado por la ley para configurar cada tributo y cuya 
realización origina el nacimiento de la obligación tributaria principal.  

2. El tributo se exigirá con arreglo a la naturaleza jurídica del presupuesto de hecho definido por 
la Ley y completado en su caso por las Ordenanzas Fiscales, cualquiera que sea la forma o 
denominación que los interesados le hayan dado, y prescindiendo de los defectos que pudieran afectar 
a su validez.  

3. En su caso, se completará la determinación concreta del hecho imponible mediante la 
mención de supuestos de no sujeción.  

CAPITULO III. Obligados tributarios 

Sección 1ª. Sujetos pasivos   

Artículo 11. Obligados tributarios 

1. Son obligados tributarios las personas físicas o jurídicas y las entidades a las que la 
normativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias. 

2. Entre otros, son obligados tributarios: 

a) Los contribuyentes. 

b) Los sustitutos del contribuyente. 

c) Los obligados a realizar pagos fraccionados. 

d) Los retenedores. 

e) Los obligados a practicar ingresos a cuenta. 

f) Los obligados a repercutir. 

g) Los obligados a soportar la repercusión. 

h) Los obligados a soportar la retención. 

i) Los obligados a soportar los ingresos a cuenta. 

j) Los sucesores. 

Los beneficiarios de supuestos de exención, devolución o bonificaciones tributarias, cuando no 
tengan la condición de sujetos pasivos. 

3. También tendrán el carácter de obligados tributarios aquellos a quienes la normativa 
tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias formales. 
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4. Tendrán la consideración de obligados tributarios, en las leyes en que así se establezca, las 
herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, 
constituyan una unidad económica o un patrimonio separado susceptibles de imposición. 

5. Tendrán asimismo el carácter de obligados tributarios los responsables a los que se refiere el 
artículo 41 de la ley General Tributaria. 

6. La concurrencia de varios obligados tributarios en un mismo presupuesto de una obligación 
determinará que queden solidariamente obligados frente a la Administración tributaria al cumplimiento 
de todas las prestaciones, salvo que por ley se disponga expresamente otra cosa. 

Las leyes podrán establecer otros supuestos de solidaridad distintos del previsto en el párrafo 
anterior. 

Cuando la Administración sólo conozca la identidad de un titular practicará y notificará las 
liquidaciones tributarias a nombre del mismo, quien vendrá obligado a satisfacerlas si no solicita su 
división. A tal efecto, para que proceda la división será indispensable que el solicitante facilite los datos 
personales y el domicilio de los restantes obligados al pago, así como la proporción en que cada uno de 
ellos participe en el dominio o derecho trasmitido. 

Artículo 12. Sujeto pasivo  

1. Es sujeto pasivo el obligado tributario que, según la ley, debe cumplir la obligación tributaria 
principal, así como las obligaciones formales inherentes a la misma, sea como contribuyente o 
como sustituto del mismo. 

2. No perderá la condición de sujeto pasivo quien deba repercutir la cuota tributaria a otros 
obligados, salvo que la ley de cada tributo disponga otra cosa. 

3. 2. Es contribuyente el sujeto pasivo que realiza el hecho imponible. 

4. 3. Es sustituto el sujeto pasivo que, por imposición de la ley y en lugar del contribuyente, está 
obligado a cumplir la obligación tributaria principal, así como las obligaciones formales 
inherentes a la misma. 

5. El sustituto podrá exigir del contribuyente el importe de las obligaciones tributarias satisfechas, 
salvo que la ley señale otra cosa. 

Artículo 13. Inderogabilidad de la deuda tributaria   

La posición del sujeto pasivo y los demás elementos de la obligación tributaria no podrán ser 
alterados por actos o convenios de los particulares. Tales actos y convenios no surtirán efecto ante la 
Administración, sin perjuicio de sus consecuencias jurídico privadas. 

Artículo 14  

El sujeto pasivo está obligado a: 

a) Pagar la deuda tributaria. 
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b) Formular cuantas declaraciones o comunicaciones se exijan para cada tributo, consignando en 
ellas el número de identificación fiscal establecido para personas físicas o jurídicas. 

c) Tener a disposición de la Administración municipal los libros de contabilidad, registro y demás 
documentos que deba llevar y conservar el sujeto pasivo, con arreglo a la Ley y según establezca, 
en cada caso, la correspondiente Ordenanza.  

d) Facilitar la práctica de inspecciones y comprobaciones y proporcionar a la Administración 
municipal los datos, informes, antecedentes y justificantes que tengan relación con el hecho 
imponible.  

e) Declarar su domicilio fiscal y cambios en el mismo conforme a lo establecido en la Ley y esta 
Ordenanza Fiscal General. 

CAPITULO IV. El domicilio fiscal 

Artículo 15 

1. El domicilio fiscal es el lugar de localización del obligado tributario en sus relaciones con la 
Administración tributaria. 

2. El domicilio fiscal será: 

Para las personas físicas, el lugar donde tengan su residencia habitual. No obstante, para las 
personas físicas que desarrollen principalmente actividades económicas, en los términos que 
reglamentariamente se determinen, la Administración tributaria podrá considerar como domicilio fiscal el 
lugar donde esté efectivamente centralizada la gestión administrativa y la dirección de las actividades 
desarrolladas. Si no pudiera establecerse dicho lugar, prevalecerá aquel donde radique el mayor valor 
del inmovilizado en el que se realicen las actividades económicas. 

Para las personas jurídicas, su domicilio social, siempre que en él esté efectivamente 
centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus negocios. 

En otro caso, se atenderá al lugar en el que se lleve a cabo dicha gestión o dirección. 

Cuando no pueda determinarse el lugar del domicilio fiscal de acuerdo con los criterios 
anteriores prevalecerá aquel donde radique el mayor valor del inmovilizado. 

Para las entidades a las que se refiere el apartado 4 del artículo 35 de la Ley General 
Tributaria, el que resulte de aplicar las reglas establecidas en el párrafo b) anterior. 

Para las personas o entidades no residentes en España, el domicilio fiscal se determinará 
según lo establecido en la normativa reguladora de cada tributo. 

En defecto de regulación, el domicilio será el del representante al que se refiere el artículo 47 
de la Ley General Tributaria. 

No obstante, cuando la persona o entidad no residente en España opere mediante 
establecimiento permanente, el domicilio será el que resulte de aplicar a dicho establecimiento 
permanente las reglas establecidas en los párrafos a y b de este apartado.  
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Artículo 16 

Los obligados tributarios deberán comunicar su domicilio fiscal y el cambio del mismo al 
Ayuntamiento, en la forma y en los términos que se establezcan reglamentariamente. El cambio de 
domicilio fiscal no producirá efectos frente al Ayuntamiento hasta que se cumpla con dicho deber de 
comunicación. 

 

 

CAPÍTULO V. Base tributaria 

Artículo 17 

En la Ordenanza propia de cada tributo se concretarán los medios y métodos para determinar 
la base imponible mediante el régimen de estimación directa, cuando se hubieren presentado por los 
sujetos pasivos declaraciones o documentos que impliquen el devengo del tributo. En caso contrario, 
cuando no se hubieren presentado tales declaraciones o las presentadas no permitan a la 
Administración el conocimiento de los datos necesarios para la determinación completa de la base 
tributaria, o bien los sujetos ofrezcan resistencia, excusa o negativa a la actuación inspectora, o 
incumplan substancialmente sus obligaciones contables o registrales; la Administración fijará mediante 
el régimen de estimación indirecta las bases imponibles, aplicando los datos, antecedentes y elementos 
que tuviera a su disposición de acuerdo a la normativa vigente, mediante el levantamiento por la 
Inspección de las correspondientes actas de regularización de la situación tributaria de los sujetos 
pasivos.  

Artículo 18 

En todo caso, se entenderá por base liquidable el resultado de practicar en la base imponible, las 
reducciones establecidas por la Ley propia del tributo y por la Ordenanza Fiscal correspondiente. 

CAPITULO VI. Beneficios fiscales 

Artículo 19 

Podrán reconocerse los beneficios fiscales que el Ayuntamiento establezca en sus Ordenanzas 
Fiscales, en los supuestos expresamente previstos por la Ley.  

Artículo 20 

Los beneficios tributarios se otorgarán en todo caso, a solicitud del interesado, a cuyo efecto 
deberá presentarla en la forma y plazos previstos en la Ordenanza Fiscal reguladora de cada tributo, 
siendo competencia de la Junta de Gobierno Local la concesión de cualquier clase de beneficio fiscal 
solicitado cuando la aplicación del beneficio conlleve una minoración de la deuda por importe igual o 
superior 12.000 €, y del Alcalde cuando se encuentre por debajo del límite mencionado. 

 

CAPITULO VII. La deuda tributaria 
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Artículo 21 

Tendrán la consideración de tipo de gravamen los de carácter proporcional o progresivo que 
corresponda aplicar sobre la respectiva base tributaria para determinar la cuota. 
 
 
Artículo 22 

La cuota tributaria podrá determinarse: 

a) En función del tipo de gravamen aplicado sobre la base tributaria que señale la oportuna 
Ordenanza Fiscal.  

b) Por una cantidad fija señalada al efecto en las respectivas Ordenanzas Fiscales.  

c) Por aplicación conjunta de ambos procedimientos. 
 
 
Artículo 23 

1. La deuda tributaria estará constituida por la cuota o cantidad a ingresar que resulte de la 
obligación tributaria principal o de las obligaciones de realizar pagos a cuenta. 

2. Además, la deuda tributaria estará integrada, en su caso, por: 

El interés de demora. 

Los recargos por declaración extemporánea. 

Los recargos del período ejecutivo. 

Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o las cuotas, a favor del Tesoro o de otros 
entes públicos. 

3. Las sanciones tributarias que puedan imponerse de acuerdo con lo dispuesto en el título IV 
de la Ley General Tributaria no formarán parte de la deuda tributaria, pero en su recaudación se 
aplicarán las normas incluidas en el capítulo V del título III de la Ley citada.  

 

CAPITULO VIII. Extinción de la deuda tributaria 

Artículo 24 

Las deudas tributarias podrán extinguirse por pago, prescripción, compensación, condonación y 
por los demás medios previstos en las leyes. 
 

 

SECCIÓN 1ª. EL PAGO 
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Artículo 25. Formas de pago 

1. El pago de la deuda tributaria se efectuará en efectivo.  

El pago de las deudas en efectivo podrá efectuarse por los medios y en la forma determinada en el 
RGR. 

  2. Podrá admitirse el pago en especie de la deuda tributaria en período voluntario o ejecutivo 
cuando una ley lo disponga expresamente y en los términos y condiciones que se prevean 
reglamentariamente. 

 

Artículo 26. Momento del pago 

1. Se entiende pagada en efectivo una deuda tributaria cuando se haya realizado el ingreso de 
su importe en las cajas de los órganos competentes, oficinas recaudadoras o entidades autorizadas 
para su admisión. 

2. En caso de empleo de efectos timbrados se entenderá pagada la deuda tributaria cuando 
aquéllos se utilicen en la forma que reglamentariamente se determine. 

3. El pago en especie extinguirá la deuda tributaria en el momento señalado en las normas que 
lo regulen. 

 

Artículo 27. Plazos para el pago 

1. Las deudas tributarias resultantes de una autoliquidación deberán pagarse en los plazos que 
establezca la normativa de cada tributo. 

2. En el caso de deudas tributarias resultantes de liquidaciones practicadas por la 
Administración, el pago en período voluntario deberá hacerse en los siguientes plazos: 

Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días uno y 15 de cada mes, desde la fecha de 
recepción de la notificación hasta el día 20 del mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato 
hábil siguiente. 

Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la fecha de 
recepción de la notificación hasta el día cinco del segundo mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta 
el inmediato hábil siguiente. 

3. El pago en período voluntario de las deudas de notificación colectiva y periódica que no 
tengan establecido otro plazo en sus normas reguladoras deberá efectuarse en el período comprendido 
entre el día uno de septiembre y el 20 de noviembre o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil 
siguiente. 

La Administración tributaria competente podrá modificar el plazo señalado en el párrafo anterior 
siempre que dicho plazo no sea inferior a dos meses. 
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4. Las deudas no tributarias, en los plazos que determinen las normas con arreglo a las cuáles 
tales deudas se exijan y, en su defecto, en los plazos establecidos en el apartado 2 de este artículo. 

5. Las deudas que deban abonarse mediante efectos timbrados se pagarán en el momento de 
la realización del hecho imponible, si no se dispone otro plazo en su normativa específica. 

6. Una vez iniciado el período ejecutivo y notificada la providencia de apremio, el pago de la 
deuda tributaria deberá efectuarse en los siguientes plazos: 

Si la notificación de la providencia se realiza entre los días uno y 15 de cada mes, desde la fecha de 
recepción de la notificación hasta el día 20 de dicho mes o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato 
hábil siguiente. 

Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la fecha de 
recepción de la notificación hasta el día cinco del mes siguiente o, si éste no fuera hábil, hasta el 
inmediato hábil siguiente. 

SECCIÓN 2ª. SISTEMA ESPECIAL DE PAGO  

Artículo 28. Concepto.  

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9.1 del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas 
Locales, el Sistema Especial de Pago (SEP) es una modalidad de pago a través de la cual, conforme a 
las reglas establecidas en esta sección, se podrán hacer efectivas, anticipada y fraccionadamente, 
determinadas deudas de vencimiento periódico incluidas en un plan de pago, domiciliándolas en una 
entidad financiera, que se verán favorecidas por una bonificación de hasta un 5 por ciento de la cuota 
de las liquidaciones integradas en dicho plan. 

Se podrán incluir en dicho Plan el Impuesto de Bienes Inmuebles, el Impuesto sobre vehículos de 
Tracción Mecánica y  la Tasa por la prestación del Servicio de Gestión de Residuos Municipales (tasa 
de basura). 

 Artículo 29.  Requisitos.  

Para acogerse a este sistema será necesario: 
a) Que se formule la oportuna solicitud en el impreso y a través de los medios que a estos efectos se 
establezcan. 
b) Que se domicilie el pago en una entidad financiera. 
c) Que la solicitud la realice el titular de la cuenta en que se domicilie el pago. 

d) Que los datos del titular aparezcan en el padrón del ejercicio anterior. 

 Artículo 30. Solicitud.  

1. Las solicitudes de acogimiento al Sistema Especial de Pago presentadas mediante impreso en el 
Registro General del Ayuntamiento de Arroyomolinos.  

2. Las solicitudes deberán ser presentadas:  

a) Para el ejercicio 2.015 hasta el 28 de Febrero de 2.015. 
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b) Para ejercicios posteriores hasta el 31 de Agosto del año anterior al solicitado. 

Artículo 31. Determinación del importe para su dist ribución en plazos o fracciones.  

1. El importe total de las deudas acogidas al SEP que se tendrá en cuenta para realizar las operaciones 
conducentes a la distribución de los importes parciales que se cobrarán anticipadamente en cada plazo 
o fracción será, con carácter general, el 90 por ciento de la suma de los importes de las liquidaciones 
del ejercicio anterior, y para familias numerosas el 60 por ciento, sin tener en cuenta la cantidad a que 
ascendió, en su caso, la bonificación correspondiente al SEP.  

2. Cada año se actualizarán los importes de los plazos proporcionalmente a la diferencia, si existe, 
entre la suma de las cuotas líquidas de las liquidaciones acogidas al SEP en el momento de la 
imputación definitiva de los pagos anticipados y la cantidad que sirvió para determinar el importe de los 
plazos en el ejercicio anterior. 

 Artículo 32. Modalidades del Sistema Especial de Pa go.  

1. Se podrán distribuir los pagos o fracciones de la siguiente manera:  

a) Para el ejercicio 2.015: 

a.1 En dos plazos y los pagos se realizarán el 20 de Mayo y el 20 de Octubre. 

a.2 En seis plazos  mensuales siendo el primero el 20 de Mayo. 

b) A partir del ejercicio 2.016: 

b.1 En dos plazos y los pagos se realizarán el 20 de Mayo y el 20 de Octubre. 

b.2 En cuatro plazos trimestrales, el primer plazo se realizará el 20 de Enero, el segundo el 20 de Abril, 
el tercero el 20 de Julio y el cuatro  plazo el 20 de Octubre. 

b.3 En nueve plazos mensuales siendo el primero el 20 de Febrero. 

2. El importe mínimo de cada plazo no podrá ser inferior a  20.-€ 

3. En todo caso, el 20 de Noviembre se pasará al cobro la cantidad resultante de la diferencia entre el 
importe de las liquidaciones acogidas al Sistema Especial de Pago correspondientes al ejercicio vigente 
y las cantidades entregadas a cuenta, una vez aplicada la bonificación. 

 Artículo 33. Bonificación.  

1. La bonificación aplicable vendrá determinada por la efectiva entrega de cantidades a cuenta 
derivadas del acogimiento al Sistema Especial de Pago, que será del 5%. 

2. Si se incumple el calendario de pagos, quedará el titular automáticamente dado de baja en el 
Sistema Especial de Pago durante dos años. 

3. En ningún caso la bonificación aplicable a cada liquidación acogida al Sistema Especial de Pago 
podrá superar los 70 euros en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 



 

Departamento de Gestión Tributaria y Recaudación Calle Batres, 3 – 28939 Arroyomolinos. Madrid. 

Teléfono 91 609 50 56, fax 91609 12 09 

 

 Artículo 34. Modificaciones a instancia del interes ado.  

1. El interesado en el SEP, mediante petición expresa, podrá solicitar la modificación de la cuenta en 
que esté domiciliado el pago entre los días 1 y 5 de cada mes, ambos inclusive, surtirán efecto para el 
mes siguiente. 

 2. Las solicitudes de modificación de los plazos o fracciones acogidas al Sistema Especial de Pago 
presentadas, surtirán efectos para el ejercicio siguiente. 

Artículo 35. Modificaciones de oficio.  

Cuando se produzca la baja de alguna inscripción de la matrícula por cambio de titularidad o por otras 
causas que impliquen la baja de oficio, quedará automáticamente excluida de dicho plan de pago, sin 
que dicha baja afecte necesariamente al importe de los plazos que restan por pagar. 

Artículo 36. Baja del Sistema Especial de Pago.  

1. Con carácter general, la baja en el Sistema especial de Pago se producirá a instancia del solicitante. 
La baja solicitada surtirá efecto siempre y cuando sea presenta antes del 31 de Agosto y con efecto 
para el ejercicio siguiente. 

2. La baja del Sistema Especial de Pago no conllevará la devolución de los pagos realizados. 

Artículo 37. Imputación de los pagos anticipados.  

Las cantidades anticipadas por los contribuyentes a través de este sistema de pagos se imputarán a las 
liquidaciones asociadas al SEP, en base a los siguientes criterios: 

a) Primeramente, atendiendo a la fecha de vencimiento de las deudas, se aplicarán a las de 
vencimiento anterior. 
b) Ante deudas de igual vencimiento, se aplicará primero a las de importe inferior. 
c) Ante deudas de igual importe, se seguirá el orden secuencial del número de inscripción en matrícula 
de cada una de ellas. 

La parte de las deudas o el importe íntegro, en su caso, que restase por pagar se pasará al cobro el 
último día del período voluntario de pago, es decir, el 30 de noviembre o inmediato hábil posterior, 
igualmente mediante domiciliación bancaria. 

 Artículo 38. Recibos y liquidaciones.  

Todos los pagos derivados de la adhesión al SEP, incluido el de la liquidación final, se realizarán a 
través de la domiciliación bancaria en la cuenta facilitada a tal efecto. No obstante, si una vez iniciado el 
período voluntario de pago de los tributos adheridos al SEP, el interesado solicitara la emisión de una 
carta de pago para su abono por ese medio, por, entre otras razones, haber surgido circunstancias que 
no le permitan esperar al envío de la liquidación pendiente, se procederá de la siguiente forma, 
dependiendo de la fecha de solicitud, que, en todo caso, deberá realizarse en las oficinas municipales: 

a) Desde la fecha de inicio del período voluntario y antes de la fecha de imputación definitiva de los 
pagos anticipados, esto es, del 1 de Noviembre al 20 de noviembre, ambos inclusive, solo podrán 
facilitarse cartas de pago, en caso de que expresamente así se solicite, sin aplicar pagos ni 
bonificación, para su ingreso en el plazo que reste para la finalización del período voluntario de ingreso, 
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sin perjuicio de la devolución que proceda. 
b) Después de la fecha de imputación definitiva de los pagos anticipados y hasta la fecha final del 
período voluntario de pago, esto es, a partir del 20 de noviembre, se proporcionarán duplicados de 
recibos o cartas de pago, según corresponda, en la que figurará la imputación que proceda de los 
pagos anticipados y la bonificación aplicable para su pago en el plazo que reste hasta la finalización del 
período voluntario de ingreso. 

  

Artículo 39. Devolución de excesos.  

En el supuesto de que los pagos anticipados sean superiores a la suma de los importes de las 
liquidaciones adheridas al Sistema Especial de Pago, la Administración tributaria municipal procederá a 
la devolución de oficio de dicho exceso, mediante transferencia bancaria a la misma cuenta en la que 
se efectuaron los cargos. 

 Artículo 40. Comunicaciones.  

La Administración tributaria municipal comunicará la actualización prevista del Sistema especial de 
Pago desde el mes de diciembre para el ejercicio siguiente. 

Artículo 41.  Impago.  

1. Si se produce el impago de cualquiera de los plazos anticipados se procederá según el artículo 31.2 
de la presente Ordenanza.  

2. Al vencimiento del período voluntario de ingreso, si por causas imputables al interesado no se 
hubiese hecho efectivo el importe pendiente a esa fecha, se iniciará el período ejecutivo por los 
importes no ingresados de las liquidaciones que correspondan una vez realizada la imputación 
definitiva de pagos anticipados. 

3. Si por causas imputables al interesado, no se hace efectivo alguna de las cuotas, el Sistema Especial 
de Pago será inaplicable y se perderá el derecho a la bonificación. El importe total del impuesto podrá 
abonarse sin recargo en el plazo ordinario de pago, manteniendo su domiciliación, salvo orden en 
contrario al menos 2 meses antes del inicio del plazo voluntario. Si tampoco se efectúa el ingreso en el 
plazo ordinario, se iniciará el período ejecutivo con los recargos, intereses y costas correspondientes. 

 

CAPÍTULO IX. Infracciones y sanciones tributarias 

Artículo 42 

 

1. En virtud de lo dispuesto en el artículo 11 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 

por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, en materia 

de Tributos locales, se aplicará el régimen de infracciones y sanciones regulado en la Ley General 

Tributaria y en las disposiciones que la complementen y desarrollen, con las especificaciones que 
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resulten de esta Ley y las que, en su caso, se establezcan en las Ordenanzas fiscales al amparo de la 

Ley. 

 

2. Son infracciones tributarias las acciones u omisiones dolosas o culposas con cualquier grado 

de negligencia que estén tipificadas y sancionadas en la Ley. 

 

Las infracciones tributarias se clasifican en leves, graves y muy graves. 

 

Se consideran infracciones tributarias en virtud de lo dispuesto en los artículos 191 y siguientes 

de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria: 

• Dejar de ingresar la deuda tributaria que debiera resultar de una autoliquidación. 

• No presentar completa y correctamente declaraciones o documentos necesarios para 

practicar liquidaciones. 

• Obtener indebidamente devoluciones. 

• Solicitar indebidamente devoluciones, beneficios o incentivos fiscales. 

• Infracción tributaria por determinar o acreditar improcedentemente partidas positivas o 

negativas o créditos tributarios aparentes. 

• Imputar incorrectamente o no imputar bases imponibles, rentas o resultados por 

Entidades sometidas a imputación de rentas. 

• Imputar incorrectamente deducciones, bonificaciones y pagos a cuenta por Entidades 

sometidas a imputación de rentas. 

• No presentar en plazo autoliquidaciones o declaraciones sin perjuicio económico, por 

incumplir la obligación de comunicar el domicilio. 

• Presentar incorrectamente autoliquidaciones o declaraciones sin perjuicio económico o 

contestaciones a requerimientos de información. 

• Incumplir obligaciones contables y registrales. 

• Incumplir obligaciones de facturación o documentación. 

• Incumplir las obligaciones relativas a la utilización del número de identificación fiscal o 

de otros números o códigos. 

• Resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Administración 

tributaria. 

• Incumplir el deber de sigilo exigido a los retenedores y a los obligados a realizar 

ingresos a cuenta. 

• Incumplir la obligación de comunicar correctamente datos al pagador de rentas 

sometidas a retención o ingreso a cuenta. 

• Incumplir la obligación de entregar el certificado de retenciones o ingresos a cuenta. 
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3. Las infracciones tributarias se sancionarán mediante la imposición de sanciones pecuniarias 

y, cuando proceda, de sanciones no pecuniarias de carácter accesorio. 

 

Las sanciones pecuniarias podrán consistir en multa fija o proporcional. 

 

Para todo lo no dispuesto en materia de infracciones y sanciones en esta Ordenanza o en la 

Ordenanza Fiscal correspondiente de cada Tributo, se estará a lo dispuesto en los artículos 181 a 206 

de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria 

 

CAPITULO X. Gestión y liquidación 

Sección 1ª. Gestión tributaria  

 

Artículo 43 

1. La gestión de los tributos locales se realizará por este Excmo. Ayuntamiento conforme a lo 

previsto en el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real 

Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de Marzo, y en la Ley General Tributaria 58/2003, de 17 de Diciembre. 

2. La gestión de los tributos comprende las actuaciones necesarias para la determinación del 

hecho imponible, del sujeto pasivo, de las bases y de las cuotas tributarias, así como de cuantos 

elementos sean precisos para cuantificar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación, además 

de su cumplimiento a través de la recaudación efectiva de la deuda liquidada. 

3. Los actos de determinación de las bases y deuda tributaria gozan de presunción de 

legalidad, que sólo podrá destruirse mediante revisión, revocación o anulación practicada de oficio o a 

virtud de los recursos pertinentes. 

4. Tales actos serán inmediatamente ejecutivos, salvo que una disposición establezca 

expresamente lo contrario. 

Artículo 44 

La gestión de los tributos se iniciará: 

a) Por declaración o iniciativa del sujeto pasivo o demás interesados en el procedimiento. 
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b) De oficio. 

c) Por actuación investigadora de la Administración municipal. 

 

Artículo 45 

1. Se considera declaración tributaria todo pronunciamiento por el que se manifieste o 

reconozca ante la Administración que se han dado o producido las circunstancias o elementos 

integrantes, en su caso, del hecho imponible. La presentación ante la Administración de los 

documentos en los que se contengan o que constituyan el hecho imponible, se estimará declaración 

tributaria. 

2. Será obligatoria la presentación de la declaración dentro de los plazos establecidos en cada 

Ordenanza, y en general, dentro de los treinta días hábiles siguientes a aquél en que se produzca el 

hecho imponible. La presentación fuera de plazo será sancionada como infracción tributaria. 

 

Artículo 46 

Toda persona natural o jurídica, pública o privada, estará obligada a proporcionar a la 

Administración Tributaria toda clase de datos, informes o antecedentes con trascendencia tributaria, 

deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas. 

 

Artículo 47 

1. Los sujetos pasivos y demás obligados tributarios podrán formular a la Administración 

municipal consultas debidamente documentadas respecto al régimen, la clasificación o calificación 

tributaria que en cada caso corresponda. La contestación tendrá carácter de mera información y no 

será vinculante para la Administración municipal, salvo los casos expresamente previstos por la Ley. 

2. No obstante lo establecido en el apartado anterior, el sujeto pasivo que tras haber formulado 

su consulta, hubiese cumplido las obligaciones tributarias de acuerdo con la contestación del órgano 

competente; no incurrirá en responsabilidad, sin perjuicio de la exigencia de las cuotas, importes, 

recargos e intereses de demora pertinentes, siempre que reúna los siguientes requisitos: 

a) Que comprenda todos los antecedentes y circunstancias del caso, así como los demás datos 

necesarios para la formación del juicio de la Administración. 

b) Que aquéllos no se hubiesen alterado posteriormente. 
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c) Que se hubiere formulado la consulta antes de producirse el hecho imponible o dentro del 

plazo para su declaración. 

Artículo 48 

Tanto en el procedimiento de gestión en general como en el de resolución de las 

reclamaciones, quien haga valer su derecho, deberá probar los hechos y demás circunstancias en que 

lo fundamente; entendiéndose cumplida esta obligación en su caso, si se designan de modo concreto 

los elementos de prueba en poder de la Administración tributaria municipal. 

Sección 2ª. Liquidación y notificación  

Artículo 49 

La liquidación tributaria es el acto resolutorio mediante el cual el órgano competente del 

Ayuntamiento realiza las operaciones de cuantificación necesarias y determina el importe de la deuda 

tributaria o de la cantidad que, en su caso, resulte a devolver o a compensar de acuerdo con la 

normativa tributaria. 

El Ayuntamiento no estará obligado a ajustar las liquidaciones a los datos consignados por los 

obligados tributarios en las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones, solicitudes o cualquier 

otro documento. 

Las liquidaciones tributarias serán provisionales o definitivas. 

Tendrán la consideración de definitivas: 

Las practicadas en el procedimiento inspector previa comprobación e investigación de la 

totalidad de los elementos de la obligación tributaria, salvo lo dispuesto en el apartado 4 de este 

artículo. 

Las demás a las que la normativa tributaria otorgue tal carácter. 

En los demás casos, las liquidaciones tributarias tendrán el carácter de provisionales. 

Podrán dictarse liquidaciones provisionales en el procedimiento de inspección en los siguientes 

supuestos: 

a) Cuando alguno de los elementos de la obligación tributaria se determine en función de los 
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correspondientes a otras obligaciones que no hubieran sido comprobadas, que hubieran sido 

regularizadas mediante liquidación provisional o mediante liquidación definitiva que no fuera firme, 

o cuando existan elementos de la obligación tributaria cuya comprobación con carácter definitivo no 

hubiera sido posible durante el procedimiento, en los términos que se establezcan 

reglamentariamente. 

b) Cuando proceda formular distintas propuestas de liquidación en relación con una misma 

obligación tributaria. Se entenderá que concurre esta circunstancia cuando el acuerdo al que se 

refiere el artículo 155 de la Ley General Tributaria no incluya todos los elementos de la obligación 

tributaria, cuando la conformidad del obligado no se refiera a toda la propuesta de regularización, 

cuando se realice una comprobación de valor y no sea el objeto único de la regularización y en el 

resto de supuestos que estén previstos reglamentariamente. 

Artículo 50. Notificación de las liquidaciones trib utarias  

1. Las liquidaciones deberán ser notificadas a los obligados tributarios en los términos previstos 

en la sección III del capítulo II del título III de la Ley General Tributaria. 

2. Las liquidaciones se notificarán con expresión de: 

a) La identificación del obligado tributario. 

b) Los elementos determinantes de la cuantía de la deuda tributaria. 

c) La motivación de las mismas cuando no se ajusten a los datos consignados por el obligado 

tributario o a la aplicación o interpretación de la normativa realizada por el mismo, con 

expresión de los hechos y elementos esenciales que las originen, así como de los fundamentos 

de derecho. 

d) Los medios de impugnación que puedan ser ejercidos, órgano ante el que hayan de 

presentarse y plazo para su interposición. 

e) El lugar, plazo y forma en que debe ser satisfecha la deuda tributaria. 

f) Su carácter de provisional o definitiva. 
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3. En los tributos de cobro periódico por recibo, una vez notificada la liquidación correspondiente al 

alta en el respectivo registro, padrón o matrícula, podrán notificarse colectivamente las sucesivas 

liquidaciones mediante edictos que así lo adviertan. 

El aumento de base imponible sobre la resultante de las declaraciones deberá notificarse al 

contribuyente con expresión concreta de los hechos y elementos adicionales que lo motiven, excepto 

cuando la modificación provenga de revalorizaciones de carácter general autorizadas por las leyes. 

 

Artículo 51. Tributos de devengo periódico y notifi cación colectiva 

1. Podrán ser objeto de padrón o matrícula de contribuyentes y listas cobratorias los tributos en 

los que, por su naturaleza, se produzca continuidad del hecho imponible. 

2. Las altas se producirán, bien por declaración del sujeto pasivo o bien por la acción 

investigadora de la Inspección municipal; y surtirán efecto desde la fecha posterior en que, por 

disposición de la Ordenanza respectiva, se produzca el devengo del tributo y la obligación de contribuir. 

3. Las bajas deberán ser formuladas por los sujetos pasivos y, una vez comprobadas, 

producirán la definitiva eliminación del padrón, con efectos a partir del período siguiente a aquél en que 

hubieren sido presentadas, salvo que en la Ordenanza Fiscal del tributo de que se trate se establezca 

otra cosa. 

4. Los contribuyentes estarán igualmente obligados a poner en conocimiento de la 

Administración, dentro del plazo de treinta días hábiles siguientes a aquél en que se produzca, toda 

modificación que pueda originar alta, baja o alteración en el padrón. 

5. Las listas cobratorias elaboradas en base a ello, se someterán cada ejercicio a la aprobación 

del Alcalde de este Excmo. Ayuntamiento y se expondrán al público a efectos de reclamación durante 

un plazo de 15 días contados desde la publicación del anuncio en el B.O.C.M. 

6. La exposición al público de las listas cobratorias producirá los efectos de notificación de las 

liquidaciones de cuotas que figuren consignadas; pudiéndose interponer contra ellas el recurso  

reposición  previsto en el Art. 14 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 

previo al contencioso administrativo, en el plazo de un mes a partir del día siguiente al de la finalización 

del periodo de exposición pública. No obstante, el aumento de base tributaria sobre la resultante de las 

declaraciones, deberá notificarse al sujeto pasivo con expresión concreta de los hechos y elementos 

adicionales que lo motiven, excepto cuando la modificación provenga de revalorizaciones de carácter 

general autorizadas por las leyes. 
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Artículo 52. Lugar de práctica de las notificacione s 

1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará en el 

lugar señalado a tal efecto por el obligado tributario o su representante o, en su defecto, en el domicilio 

fiscal de uno u otro. 

2. En los procedimientos iniciados de oficio, la notificación podrá practicarse en el domicilio 

fiscal del obligado tributario o su representante, en el centro de trabajo, en el lugar donde se desarrolle 

la actividad económica o en cualquier otro adecuado a tal fin. 

 

Artículo 53. Personas legitimadas para recibir las notificaciones 

1. Cuando la notificación se practique en el lugar señalado al efecto por el obligado tributario o 

por su representante, o en el domicilio fiscal de uno u otro, de no hallarse presentes en el momento de 

la entrega, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre en dicho lugar o 

domicilio y haga constar su identidad, así como los empleados de la comunidad de vecinos o de 

propietarios donde radique el lugar señalado a efectos de notificaciones o el domicilio fiscal del obligado 

o su representante. 

2. El rechazo de la notificación realizado por el interesado o su representante implicará que se 

tenga por efectuada la misma. 

 

Artículo 54. Notificación por comparecencia 

1. Cuando no sea posible efectuar la notificación al obligado tributario o a su representante por 

causas no imputables a la Administración e intentada al menos dos veces en el domicilio fiscal, 

o en el designado por el interesado si se trata de un procedimiento iniciado a solicitud del 

mismo, se harán constar en el expediente las circunstancias de los intentos de notificación. 

Será suficiente un solo intento cuando el destinatario conste como desconocido en dicho 

domicilio o lugar. 

En este supuesto, se citará al obligado o a su representante para ser notificados por 

comparecencia por medio de anuncios que se publicarán, por una sola vez para cada 

interesado, en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid. La publicación en el boletín oficial 

citado se efectuará los días cinco y 20 de cada mes o, en su caso, el día inmediato hábil 

posterior. 
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Estos anuncios podrán exponerse asimismo en la oficina de la Administración tributaria 

correspondiente al último domicilio fiscal conocido. En el caso de que el último domicilio 

conocido radicara en el extranjero, el anuncio se podrá exponer en el consulado o sección 

consular de la embajada correspondiente. 

El Ayuntamiento podrá llevar a cabo los anteriores anuncios mediante el empleo y utilización de 

medios informáticos, electrónicos y telemáticos en los términos que establezca la normativa 

tributaria. 

2. En la publicación en el boletín oficial constará la relación de notificaciones pendientes con 

indicación del obligado tributario o su representante, el procedimiento que las motiva, el órgano 

competente de su tramitación y el lugar y plazo en que el destinatario de las mismas deberá 

comparecer para ser notificado. 

En todo caso, la comparecencia deberá producirse en el plazo de 15 días naturales, contados 

desde el siguiente al de la publicación del anuncio en el boletín oficial. Transcurrido dicho plazo 

sin comparecer, la notificación se entenderá producida a todos los efectos legales el día 

siguiente al del vencimiento del plazo señalado. 

En las publicaciones de notificación por comparecencia será suficiente la identificación del 

obligado tributario o su representante mediante la inicial del nombre, primer y segundo  apellido 

completo y número de identificación fiscal. 

3. Cuando el inicio de un procedimiento o cualquiera de sus trámites se entiendan notificados por 

no haber comparecido el obligado tributario o su representante, se le tendrá por notificado de 

las sucesivas actuaciones y diligencias de dicho procedimiento, y se mantendrá el derecho que 

le asiste a comparecer en cualquier momento del mismo. No obstante, las liquidaciones que se 

dicten en el procedimiento y los acuerdos de enajenación de los bienes embargados deberán 

ser notificadas con arreglo a lo establecido en esta sección. 

 

CAPITULO XI. Inspección 

Artículo 55  La inspección tributaria 

 

  En virtud de lo dispuesto en el artículo 12 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 

por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, en materia 

de Tributos locales, se aplicará el régimen de inspección tributaria regulado en la Ley General Tributaria 
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y en las disposiciones que la complementen y desarrollen, con las especificaciones que resulten de 

esta Ley y las que, en su caso, se establezcan en las Ordenanzas fiscales al amparo de la Ley. 

 

 

 

CAPÍTULO XII. Recaudación 

 

Sección Preliminar  

 

Artículo 56 

 

1. La recaudación consiste en el ejercicio de las funciones administrativas conducentes al cobro 

de las deudas y sanciones tributarias y demás recursos de naturaleza pública que deban satisfacer los 

obligados al pago. 

 

2. La recaudación de las deudas podrá realizarse: 

 

A) En período voluntario, cuando los obligados al pago hagan efectivas sus deudas dentro de 

los plazos previstos en el artículo 62 de la Ley General Tributaria o, en los señalados a tales 

efectos en sus respectivas normas reguladoras, en el caso de deudas de naturaleza pública no 

tributarias. 

 

B) En período ejecutivo, mediante el pago o cumplimiento espontáneo del obligado o, en su 

defecto, a través del procedimiento administrativo de apremio. 

 

3. El pago en efectivo podrá realizarse mediante los siguientes medios: 

a) Dinero de curso legal. 

 

b) Cheque o talón bancario o de Caja de Ahorros debidamente conformado, nominativo a favor 

del Ayuntamiento, y que habrá de expresar con toda claridad  la firma, el nombre o razón social 

del librador. 

 

 c) Cualquier otro que sea autorizado por el Ayuntamiento. 

 

4. El pago en especie se efectuará con las normas establecidas en el Art. 40 del Reglamento 

General de Recaudación. 
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Artículo 57 

 

1. El pago de los tributos periódicos que son objeto de notificación colectiva, podrá realizarse 

mediante la domiciliación en establecimientos bancarios o Cajas de ahorro, solicitada mediante los 

documentos que establezca el propio Ayuntamiento, en la forma y plazos previstos en la normativa 

reguladora de cada tributo, y en su defecto de conformidad con lo previsto en el Art. 38 del Reglamento 

General de Recaudación. No se admitirán domiciliaciones genéricas y futuras, esto es, las no referidas 

a un tributo concreto y exigible en el momento de la domiciliación. La solicitud de domiciliación surtirá 

efecto para el ejercicio siguiente  y siempre referido al tributo  o tributos indicados en la solicitud. 

 

2. El error en la gestión de la domiciliación no exime al obligado de realizar el pago del principal.  

 

3. En caso de recibos devueltos por culpa del obligado tributario que no hubiera comunicado la 

modificación de domiciliación o la baja de la matrícula, podrán repercutirse al sujeto pasivo los gastos 

originados al Ayuntamiento  por la devolución. 

 

Artículo 58. Justificantes y certificaciones del pa go  

 

1. Quien realice el pago de una deuda conforme a lo dispuesto en esta Ordenanza tendrá 

derecho a que se le entregue un justificante del pago. 

 

2. Los justificantes del pago en efectivo serán, según los casos: 

 

A) Los recibos. 

 

B) Las cartas de pago suscritas o validadas por órganos competentes o por entidades 

autorizadas para recibir el pago. 

 

C) Las certificaciones acreditativas del ingreso efectuado. 

 

D) Cualquier otro documento al que se otorgue expresamente el carácter de justificante de 

pago por el Ayuntamiento y, en particular, los determinados por la normativa reguladora de los ingresos 

por vía telemática. 

 

3. Los justificantes de pago en efectivo deberán indicar, al menos, las siguientes circunstancias: 
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A) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, número de identificación fiscal 

y domicilio del deudor. 

  

B) Concepto, importe de la deuda y periodo a que se refiere. 

 

C) Fecha de pago. 

 

D) Órgano, persona o entidad que lo expide. 

 

4. Cuando los justificantes de pago se extiendan por medios mecánicos, las circunstancias del 

apartado anterior podrán expresarse en clave o abreviatura suficientemente identificadoras, en su 

conjunto, del deudor y de la deuda satisfecha a que se refieran. 

 

 

Sección 1ª. Periodo voluntario. Aplazamientos y fra ccionamientos de pago.  

 

Artículo 59 

 

1. El plazo de ingreso voluntario de las deudas tributarias se contará, según los casos, desde los 

siguientes momentos: 

 

a) La notificación personal al sujeto pasivo de la liquidación, cuando se practique 

individualmente. 

 

b) La apertura del plazo recaudatorio, cuando se trate de tributos de cobro periódico que son 

objeto de notificación colectiva. 

 

c) Desde la fecha de inicio del plazo para declarar en el supuesto de autoliquidación, al coincidir 

plazo de presentación y de ingreso voluntario. 

 

 

Artículo 60. Plazos para el pago 

 

Los obligados al pago harán efectivas sus deudas en período voluntario dentro de los plazos 

siguientes: 
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A) Las deudas resultantes de liquidaciones practicadas por la Administración, deberán pagarse: 

 

a) En el caso de deudas tributarias resultantes de liquidaciones practicadas por la 

Administración, el pago en período voluntario deberá hacerse en los siguientes plazos: 

Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días uno y 15 de cada mes, desde la fecha de 

recepción de la notificación hasta el día 20 del mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato 

hábil siguiente. 

 

Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la 

fecha de recepción de la notificación hasta el día cinco del segundo mes posterior o, si éste no fuera 

hábil, hasta el inmediato hábil siguiente. 

 

b) El pago en período voluntario de las deudas de notificación colectiva y periódica que no 

tengan establecido otro plazo en sus normas reguladoras deberá efectuarse en el período comprendido 

entre el día uno de septiembre y el 20 de noviembre o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil 

siguiente. 

 

El Ayuntamiento podrá modificar el plazo señalado en el párrafo anterior siempre que dicho 

plazo no sea inferior a dos meses. 

 

c) Las deudas tributarias que deban pagarse mediante autoliquidación, deberán satisfacerse en 

los plazos o fechas que señalan las normas reguladoras de cada tributo. 

 

d) Las deudas no tributarias, en los plazos que determinen las normas con arreglo a las cuáles 

tales deudas se exijan y, en su defecto, en los plazos establecidos en los distintos apartados del párrafo 

primero de este precepto. 

 

e) Las deudas que deban satisfacerse mediante efectos timbrados, en el momento de la 

realización del hecho imponible. 

 

 

Artículo 61. Aplazamiento y fraccionamiento del pag o 

 

1. El Ayuntamiento podrá a solicitud del obligado aplazar o fraccionar el pago de las deudas en 

los términos previstos en los artículos 65 y 82 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria. 
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2. Serán aplazables o fraccionables todas las deudas tributarias y demás de naturaleza pública 

cuya titularidad corresponda a la Hacienda, salvo las excepciones previstas en las leyes y en las 

Ordenanzas municipales. 

 

 

Artículo 62 

 

1. Los aplazamientos o fraccionamientos se concederán cuando la situación de la Tesorería de 

los obligados, discrecionalmente apreciada por la Administración, les impida efectuar el pago de sus 

débitos; lo que será acordado por el Alcalde, concediéndose en principio un plazo máximo de 10 

meses, salvo existencia de informe emitido por los servicios sociales municipales que acredite la muy 

precaria situación económica. 

 

2. Se establece un importe mínimo de 300 euros para poder solicitar aplazamiento o 

fraccionamiento, desestimándose las peticiones respecto de deudas inferiores a dicha cantidad, salvo: 

 

a) La existencia del ya referido informe de los servicios sociales municipales que recomiende 

dicho aplazamiento o fraccionamiento. 

 

b) Cuando se trate de varias liquidaciones del mismo tributo correspondientes a distintos 

ejercicios pero que hayan sido notificadas el mismo día y su importe individualizado no supere el límite 

de 300 euros aunque sí lo superen en su conjunto, podrá acordarse su aplazamiento de tal forma que 

cada una de ellas, junto con los intereses de demora que procedan de acuerdo con lo establecido en el 

artículo anterior, habrán de ser pagadas en vencimientos mensuales sucesivos. 

 

 

Artículo 63. Solicitudes de aplazamiento y fraccion amiento 

 

1. Las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento se dirigirán al Alcalde como órgano 

competente para su tramitación dentro de los plazos siguientes: 

 

A) Deudas que se encuentren en periodo voluntario de ingreso o de presentación de las 

correspondientes autoliquidaciones: dentro del plazo fijado para el ingreso en el artículo 62.1, 2 

y 3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, o en la normativa específica. A 

estos efectos, en el caso de deudas resultantes de autoliquidaciones presentadas fuera de 
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plazo, sólo se entenderá que la solicitud se presenta en periodo voluntario cuando la solicitud 

de aplazamiento o fraccionamiento se presente junto con la autoliquidación extemporánea. 

B) Deudas que se encuentren en periodo ejecutivo: en cualquier momento anterior a la 

notificación del acuerdo de enajenación de los bienes. 

 

2. La solicitud de aplazamiento o fraccionamiento contendrá necesariamente los siguientes 

datos: 

 

A) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, número de 
identificación fiscal y domicilio fiscal del obligado al pago y, en su caso, de la persona que lo 
represente. 

 
B) Identificación de la deuda cuyo aplazamiento o fraccionamiento se solicita, indicando 

al menos su importe, concepto y fecha de finalización del plazo de ingreso en periodo 
voluntario. 

 
C) Causas que motivan la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento. 
 
D) Plazos y demás condiciones del aplazamiento o fraccionamiento que se solicita. 
 
E) Garantía que se ofrece, conforme a lo dispuesto en el artículo 82 de la Ley 58/2003, 

de 17 de diciembre, General Tributaria. 
F) Lugar, fecha y firma del solicitante. 
 

3. A la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento se deberá acompañar: 

 

A) Compromiso de aval solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca 
o de certificado de seguro de caución. 

 
B) En su caso, los documentos que acrediten la representación y el lugar señalado a 

efectos de notificación. 
 

C) Los demás documentos o justificantes que estime oportunos. En particular, deberá 
justificarse la existencia de dificultades económico-financieras que le impidan de forma 
transitoria efectuar el pago en el plazo establecido. 

 
D) Si la deuda tributaria cuyo aplazamiento o fraccionamiento se solicita ha sido 

determinada mediante autoliquidación, el modelo oficial de esta, debidamente cumplimentado, 
salvo que el interesado no esté obligado a presentarlo por obrar ya en poder del Ayuntamiento; 
en tal caso, señalará el día y procedimiento en que lo presentó. 

 
E) En su caso, solicitud de compensación durante la vigencia del aplazamiento o 

fraccionamiento con los créditos que puedan reconocerse a su favor durante el mismo periodo 
de tiempo sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52.2, segundo párrafo del Reglamento 
General de Recaudación. 

 

4. Cuando se solicite la dispensa total o parcial de garantía, se aportará junto a la solicitud, 

además de los documentos a que se refiere el apartado 3.b), c) y d), la siguiente documentación: 
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A) Declaración responsable y justificación documental manifestando carecer de bienes 
o no poseer otros que los ofrecidos en garantía. 

 
B) Justificación documental de la imposibilidad de obtener aval de entidad de crédito o 

sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución, en la que consten las 
gestiones efectuadas para su obtención. 

 
C) Balance y cuenta de resultados de los tres últimos años e informe de auditoría, si 

existe, en caso de empresarios o profesionales obligados por ley a llevar contabilidad. 
 

D) Plan de viabilidad y cualquier otra información que justifique la posibilidad de cumplir 
el aplazamiento o fraccionamiento solicitado. 

 

5. Si la solicitud no reúne los requisitos establecidos en la normativa o no se acompañan los 

documentos citados en los apartados anteriores, el órgano competente para la tramitación del 

aplazamiento o fraccionamiento requerirá al solicitante para que, en un plazo de 10 días contados a 

partir del siguiente al de la notificación del requerimiento, subsane el defecto o aporte los documentos 

con indicación de que, de no atender el requerimiento en el plazo señalado, se tendrá por no 

presentada la solicitud y se archivará sin más trámite. 

 

No procederá la subsanación si no se acompaña a la solicitud de aplazamiento o 

fraccionamiento la autoliquidación que no obre en poder del Ayuntamiento. En este caso, procederá la 

inadmisión de la solicitud conforme a lo previsto en el apartado 8 de este artículo. 

 

Si la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento se hubiese presentado en periodo voluntario 

de ingreso y el plazo para atender el requerimiento de subsanación finalizase con posterioridad al plazo 

de ingreso en periodo voluntario y aquel no fuese atendido, se iniciará el procedimiento de apremio 

mediante la notificación de la oportuna providencia de apremio. 

 

Cuando el requerimiento de subsanación haya sido objeto de contestación en plazo por el 

interesado pero no se entiendan subsanados los defectos observados, procederá la denegación de la 

solicitud de aplazamiento o fraccionamiento. 

 

Podrá acordarse la denegación cuando la garantía aportada por el solicitante hubiese sido 

rechazada anteriormente por el Ayuntamiento por falta de suficiencia jurídica o económica o por falta de 

idoneidad. 

 

6. Cuando se considere oportuno a efectos de dictar resolución, se podrá requerir al solicitante 

la información y documentación que considere necesaria para resolver la solicitud de aplazamiento o 
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fraccionamiento y, en particular, la referente a la titularidad, descripción, estado, cargas y utilización de 

los bienes ofrecidos en garantía. 

 

7. Serán inadmitidas las solicitudes de aplazamiento y fraccionamiento en los siguientes casos: 

 

A) Cuando la deuda deba ser declarada mediante autoliquidación y esta última no haya 
sido objeto de presentación con anterioridad o conjuntamente con la solicitud de aplazamiento o 
fraccionamiento. 

 
B) Cuando la autoliquidación haya sido presentada habiéndose iniciado con 

anterioridad un procedimiento de comprobación o investigación que hubiera quedado 
suspendido por haber pasado el tanto de culpa a la jurisdicción competente o por haber sido 
remitido el expediente al Ministerio Fiscal por concurrir alguno de los supuestos regulados en el 
artículo 305 del Código Penal, siempre que la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento se 
refiera a conceptos y periodos objeto de dicho procedimiento de comprobación o investigación. 

 
C) En aquellos supuestos en los que la concurrencia de las circunstancias previstas en 

este párrafo b se ponga de manifiesto una vez iniciada la tramitación de la solicitud de 
aplazamiento o fraccionamiento, esta última quedará sin efecto de forma automática, debiendo 
comunicarse al Ministerio Fiscal o al órgano jurisdiccional la presentación de dicha solicitud. 

 

La presentación de solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento reiterativas de otras 

anteriores que hayan sido objeto de denegación previa implicará su inadmisión cuando no 

contengan modificación sustancial respecto de la solicitud previamente denegada y, en 

particular, cuando dicha reiteración tenga por finalidad dilatar, dificultar o impedir el desarrollo 

de la gestión recaudatoria. 

 

La inadmisión implicará que la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento se tenga por no 

presentada a todos los efectos. 

 

Contra el acuerdo de inadmisión cabrá la interposición de recurso de reposición o reclamación 

económica-administrativa ante el Tribunal Económico Administrativo Municipal. 

 

8. Sólo excepcionalmente podrán acordarse fraccionamientos o aplazamientos pese al 

incumplimiento de la presentación de todos los documentos exigidos en los apartados 3 y 4 cuando, 

atendiendo a circunstancias objetivas del solicitante tales como la precariedad económica , justificada 

por informe de los servicios sociales,  se aprecie por órgano competente para autorizar el 

fraccionamiento o aplazamiento  la necesidad de estimar la solicitud. 

 

 

Artículo 64. Garantías en aplazamientos y fracciona mientos 
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1. Cuando el solicitante sea una Administración pública no se exigirá garantía. 
 

2. La garantía cubrirá el importe de la deuda en periodo voluntario, de los intereses de demora 
que genere el aplazamiento y un 25 % de la suma de ambas partidas. 
 

3. En caso de solicitud de fraccionamiento, podrá constituirse una única garantía para la 
totalidad de las fracciones que puedan acordarse o bien garantías parciales e independientes para una 
o varias fracciones. 
 

En todo caso, la garantía deberá cubrir el importe de las fracciones a que se refiera, incluyendo 
el importe que por principal e intereses de demora se incorpore a las fracciones más el 25 % de la 
suma de ambas partidas. 
 

4. La suficiencia económica y jurídica de las garantías será apreciada por el Alcalde.  
 

5. La vigencia de la garantía constituida mediante aval o certificado de seguro de caución 
deberá exceder al menos en seis meses al vencimiento del plazo o plazos garantizados. 
 

6. La garantía deberá formalizarse en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente 
al de la notificación del acuerdo de concesión cuya eficacia quedará condicionada a dicha 
formalización. 
 

7. Transcurrido el plazo de dos meses sin haberse formalizado las garantías, las consecuencias 
serán las siguientes 
 

A) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntario de ingreso, se iniciará el periodo ejecutivo al 

día siguiente de aquel en que finalizó el plazo para la formalización de las garantías, debiendo 

iniciarse el procedimiento de apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la Ley 

58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, exigiéndose el ingreso del principal de la deuda y 

el recargo del periodo ejecutivo. 

Se procederá a la liquidación de los intereses de demora devengados a partir del día siguiente 

al del vencimiento del plazo de ingreso en periodo voluntario hasta la fecha de fin del plazo 

para la formalización de las garantías sin perjuicio de los que se devenguen posteriormente en 

virtud de lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria. 

 

B)  Si la solicitud fue presentada en periodo ejecutivo de ingreso, deberá continuar el procedimiento 

de apremio. 

 

8. La aceptación de la garantía será competencia del órgano que deba resolver el aplazamiento 

o fraccionamiento solicitado. Dicha aceptación se efectuará mediante documento administrativo 

que, en su caso, será remitido a los registros públicos correspondientes para que su contenido se 

haga constar en estos. 
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9. Las garantías serán liberadas de inmediato una vez realizado el pago total de la deuda 

garantizada, incluidos, en su caso, los recargos, los intereses de demora y las costas. Si se trata de 

garantías parciales e independientes, estas deberán ser liberadas de forma independiente cuando 

se satisfagan los plazos garantizados por cada una de ellas. 

 

10. En los supuestos de estimación parcial de un recurso o reclamación cuya resolución no 

pueda ser ejecutada de conformidad con la normativa reguladora de los recursos y reclamaciones, 

el obligado al pago tendrá derecho, si así lo solicita, a la reducción proporcional de la garantía 

aportada para aplazar o fraccionar una deuda. 

 

A estos efectos, el órgano competente practicará en el plazo de 15 días desde la presentación 

de la solicitud del interesado una cuantificación de la deuda que, en su caso, hubiera resultado de 

la ejecución de la resolución del correspondiente recurso o reclamación, la cual servirá para 

determinar el importe de la reducción procedente y, en consecuencia, de la garantía que debe 

quedar subsistente. 

  

No obstante, la garantía anterior seguirá afecta al pago del importe de la deuda subsistente, 

manteniendo su vigencia hasta la formalización de la nueva garantía que cubra el importe de la 

deuda subsistente. 

 

Serán órganos competentes para proceder a la sustitución de la garantía los órganos que 

acordaron el aplazamiento o fraccionamiento. 

 

 

 

Artículo 65. Dispensa de garantías en aplazamientos  y fraccionamientos 

 

1. Concedido el aplazamiento o fraccionamiento con dispensa total o parcial de garantías, el 

solicitante quedará obligado durante el periodo a que aquel se extienda a comunicar al órgano 

competente para la recaudación de las deudas aplazadas o fraccionadas cualquier variación 

económica o patrimonial que permita garantizar la deuda 

En tal caso, se le concederá el plazo previsto en el artículo 48.6 del Reglamento General de 

Recaudación para constituir la garantía. 
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Cuando la Administración conozca de oficio la modificación de dichas circunstancias, se 

procederá a su notificación al interesado concediendo un plazo de 15 días contados a partir del 

día siguiente al de la notificación para que alegue lo que estime conveniente. Transcurrido el 

plazo de alegaciones, el Ayuntamiento requerirá, en su caso, al interesado para la formalización 

de la garantía o para la modificación de la garantía preexistente, indicándole los bienes sobre 

los que debe constituirse esta y el plazo para su formalización, en los términos del artículo 48 

del Reglamento General de Recaudación. 

El incumplimiento de la obligación de constituir garantía prevista en este apartado tendrá las 

mismas consecuencias que las reguladas en esta ordenanza para la falta de formalización de 

garantías. 

 

2. Con carácter general no se exigirá garantía para aplazamientos o fraccionamientos inferiores a 

3.000 euros. 

 

 

Artículo 66. Tramitación de solicitudes de aplazami entos y fraccionamientos  

 

1. El órgano competente para la tramitación examinará y evaluará la falta de liquidez y la 

capacidad para generar recursos y valorará la suficiencia e idoneidad de las garantías, o, en 

caso de solicitud de dispensa de garantía, verificará la concurrencia de las condiciones precisas 

para obtenerla. 

Realizados los trámites anteriores, se formulará propuesta de resolución que será remitida al 

órgano competente para su resolución. 

 

2. Durante la tramitación de la solicitud el deudor deberá efectuar el pago del plazo, fracción o 

fracciones propuestos en aquella. 

El órgano competente para la tramitación de la solicitud, si estima que la resolución pudiera 

verse demorada como consecuencia de la complejidad del expediente, valorará el 

establecimiento de un calendario provisional de pagos hasta que la resolución se produzca. 

Dicho calendario podrá incorporar plazos distintos de los propuestos por el solicitante y lo 

sustituirá a todos los efectos. 

 

En caso de incumplimiento de cualquiera de dichos pagos, ya sean los propuestos por el 

interesado o los fijados por el Ayuntamiento en el correspondiente calendario, se podrá denegar 

la solicitud por concurrir dificultades económico-financieras de carácter estructural. 
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De la oportunidad y conveniencia de la fijación de dicho calendario deberá quedar justificación 

en el expediente. 

 

3. Si en cualquier momento durante la tramitación del aplazamiento o fraccionamiento el 

interesado efectúa el ingreso de la deuda, el Ayuntamiento liquidará intereses de demora por el 

periodo transcurrido desde el día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en periodo 

voluntario hasta la fecha del ingreso. 

En el supuesto de fijación de un calendario provisional por la Administración o de propuesta por 

el interesado de plazos o fracciones, cada uno de los pagos realizados en virtud de cualquiera 

de los dos calendarios se imputará a la cancelación del principal de la deuda a que se refiere la 

solicitud de aplazamiento o fraccionamiento. Si el aplazamiento o fraccionamiento resulta 

finalmente concedido, se liquidarán los intereses devengados sobre cada uno los pagos 

efectuados en virtud de dicho calendario o propuesta desde el día siguiente al del vencimiento 

del plazo de ingreso en periodo voluntario hasta la fecha del pago respectivo, notificándose 

dicha liquidación al interesado junto con el acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento, 

otorgándose los plazos de ingreso señalados en el artículo 62.2 de la Ley 58/2003, de 17 de 

diciembre, General Tributaria. 

 

 

Artículo 67. Resolución de solicitudes de aplazamie ntos y fraccionamientos 

 

1. Las resoluciones que concedan aplazamientos o fraccionamientos de pago especificarán los 

plazos de pago y demás condiciones del acuerdo. La resolución podrá señalar plazos y condiciones 

distintos de los solicitados. 

En todo caso, el vencimiento de los plazos deberá coincidir con los días 5 ó 20 del mes. Cuando el 

acuerdo incluya varias deudas, se señalarán de forma independiente los plazos y cuantías que 

afecten a cada una. 

 

2. En la resolución podrán establecerse las condiciones que se estimen oportunas para 

asegurar el pago efectivo en el plazo más breve posible y para garantizar la preferencia de la deuda 

aplazada o fraccionada, así como el correcto cumplimiento de las obligaciones tributarias del 

solicitante. 

En particular, podrán establecerse condiciones por las que se afecten al cumplimiento del 

aplazamiento o fraccionamiento los pagos que la Hacienda municipal deba realizar al obligado 

durante la vigencia del acuerdo, en cuantía que no perjudique a la viabilidad económica o 

continuidad de la actividad. A tal efecto, se entenderá, en los supuestos de concesión de 
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aplazamientos o fraccionamientos concedidos con dispensa total o parcial de garantías, que desde 

el momento de la resolución se formula la oportuna solicitud de compensación para que surta sus 

efectos en cuanto concurran créditos y débitos, aun cuando ello pueda suponer vencimientos 

anticipados de los plazos y sin perjuicio de los nuevos cálculos de intereses de demora que 

resulten procedentes. 

De igual forma, podrá exigirse y condicionarse el mantenimiento y eficacia del acuerdo de 

concesión del aplazamiento o fraccionamiento a que el solicitante se encuentre al corriente de sus 

obligaciones tributarias durante la vigencia del acuerdo. 

Cuando la resolución de fraccionamiento incluyese deudas que se encontrasen en periodo 

voluntario y deudas que se encontrasen en periodo ejecutivo de ingreso en el momento de 

presentarse la solicitud, el acuerdo de concesión no podrá acumular en la misma fracción deudas 

que se encontrasen en distinto periodo de ingreso. En todo caso, habrán de satisfacerse en primer 

lugar aquellas fracciones que incluyan las deudas que se encontrasen en periodo ejecutivo de 

ingreso en el momento de efectuarse la solicitud. 

 

3. Si la resolución concediese el aplazamiento o fraccionamiento, se notificará al solicitante 

advirtiéndole de los efectos que se producirán de no constituirse la garantía en el plazo legalmente 

establecido y en caso de falta de pago conforme a los artículos 48 y 54 del Reglamento General de 

Recaudación. Dicha notificación incorporará el cálculo de los intereses de demora asociados a 

cada uno de los plazos de ingreso concedidos según lo dispuesto en el artículo siguiente. 

Si una vez concedido un aplazamiento o fraccionamiento el deudor solicitase una modificación en 

sus condiciones, la petición no tendrá, en ningún caso, efectos suspensivos. La tramitación y 

resolución de estas solicitudes se regirá por las mismas normas que las establecidas para las 

peticiones de aplazamiento o fraccionamiento con carácter general. 

 

4. Si la resolución dictada fuese denegatoria, las consecuencias serán las siguientes: 

 

A) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntario de ingreso, con la notificación del 

acuerdo denegatorio se iniciará el plazo de ingreso regulado en el artículo 62.2 de la Ley 

58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

De no producirse el ingreso en dicho plazo, comenzará el periodo ejecutivo y deberá iniciarse el 

procedimiento de apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la Ley 58/2003, de 

17 de diciembre, General Tributaria. 

De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la liquidación de los intereses de demora 

devengados a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en periodo 

voluntario hasta la fecha del ingreso realizado durante el plazo abierto con la notificación de la 
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denegación. De no realizarse el ingreso los intereses se liquidarán hasta la fecha de 

vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los que puedan devengarse con posterioridad 

conforme a lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria. 

 

B) Si la solicitud fue presentada en periodo ejecutivo de ingreso, deberá iniciarse el 

procedimiento de apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la Ley 58/2003, de 

17 de diciembre, General Tributaria, de no haberse iniciado con anterioridad. 

 

5. Contra la denegación de las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento sólo cabrá la 

presentación del correspondiente recurso de reposición o reclamación económico-administrativa en 

los términos y con los efectos establecidos en la normativa aplicable. 

 

6. La resolución deberá notificarse en el plazo de seis meses. 

Transcurrido dicho plazo sin que se haya notificado la resolución, se podrá entender desestimada la 

solicitud a los efectos de interponer el recurso correspondiente o esperar la resolución expresa 

 

Artículo 68. Cálculo de intereses en aplazamientos y fraccionamientos 

 

1. En caso de concesión del aplazamiento se calcularán intereses de demora sobre la deuda 

aplazada, por el tiempo comprendido entre el día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso 

en periodo voluntario y la fecha del vencimiento del plazo concedido. Si el aplazamiento ha sido 

solicitado en periodo ejecutivo, la base para el cálculo de intereses no incluirá el recargo del 

periodo ejecutivo. Los intereses devengados se deberán ingresar junto con la deuda aplazada. 

 

2. En caso de concesión del fraccionamiento, se calcularán intereses de demora por cada 

fracción de deuda. 

Si el fraccionamiento ha sido solicitado en periodo ejecutivo, la base para el cálculo de intereses no 

incluirá el recargo del periodo ejecutivo. 

Por cada fracción de deuda se computarán los intereses devengados desde el día siguiente al del 

vencimiento del plazo de ingreso en periodo voluntario hasta la fecha del vencimiento del plazo 

concedido. Los intereses devengados por cada fracción deberán pagarse junto con dicha fracción 

en el plazo correspondiente. 

 

3. En caso de denegación del aplazamiento o fraccionamiento de deudas: 
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A) Si fue solicitado en periodo voluntario, se liquidarán intereses de demora de conformidad 

con el artículo 52.4 del Reglamento General de Recaudación. 

 

B) Si fue solicitado en periodo ejecutivo, se liquidarán intereses una vez realizado el pago, 

de conformidad con el artículo 72 del Reglamento General de Recaudación. 

 

 

 

 

Artículo 69. Actuaciones en caso de falta de pago e n aplazamientos y fraccionamientos 

 

1. En los aplazamientos, si llegado el vencimiento del plazo concedido no se efectuara el pago, 

se producirán los siguientes efectos: 

 

A) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntario, se iniciará el periodo ejecutivo al día 

siguiente del vencimiento del plazo incumplido, debiendo iniciarse el procedimiento de apremio. 

Se exigirá el ingreso del principal de la deuda, los intereses de demora devengados a partir del 

día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en periodo voluntario hasta la fecha del 

vencimiento del plazo concedido y el recargo del periodo ejecutivo sobre la suma de ambos 

conceptos. 

 

B) Si la solicitud fue presentada en periodo ejecutivo, deberá continuar el procedimiento de 

apremio. 

 

C) En los supuestos recogidos en los párrafos a y b, transcurridos los plazos previstos en el 

artículo 62.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, sin que el ingreso de 

las cantidades exigidas se hubiese efectuado, se procederá según dispone su artículo 168. 

 

2. En los fraccionamientos concedidos con dispensa total de garantías o con garantía o 

garantías constituidas sobre el conjunto de las fracciones, si llegado el vencimiento de una fracción 

no se efectuara el pago, las consecuencias serán las siguientes: 

 

A)       Si la fracción incumplida incluyese deudas en periodo ejecutivo en el momento de 

presentarse la solicitud: 
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1º. Para la totalidad de las deudas incluidas en el acuerdo de fraccionamiento que se 

encontrasen en periodo ejecutivo en el momento de presentarse la solicitud deberá 

continuarse el procedimiento de apremio. 

 

2º. Para la totalidad de las deudas incluidas en el acuerdo de fraccionamiento que se 

encontrasen en periodo voluntario en el momento de presentarse la solicitud, se iniciará el 

periodo ejecutivo al día siguiente del vencimiento de la fracción incumplida, debiendo 

iniciarse el procedimiento de apremio. Se exigirán los intereses de demora devengados a 

partir del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en periodo voluntario hasta la 

fecha del vencimiento de pago de la fracción incumplida. 

 

B)       Si la fracción incumplida incluyese deudas en periodo voluntario en el momento de 

presentarse la solicitud, se procederá respecto de dicha fracción incumplida a iniciar el 

procedimiento de apremio. Se exigirá el importe de dicha fracción, los intereses de demora 

devengados a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en periodo 

voluntario hasta la fecha del vencimiento del plazo concedido y el recargo del periodo 

ejecutivo sobre la suma de ambos conceptos. 

 

De no producirse el ingreso de las cantidades exigidas conforme al párrafo anterior se 

considerarán vencidas el resto de las fracciones pendientes, debiendo iniciarse el 

procedimiento de apremio respecto de todas las deudas. 

 

Se exigirán los intereses de demora devengados a partir del día siguiente al del 

vencimiento del plazo de ingreso en periodo voluntario hasta la fecha del vencimiento de 

pago de la fracción incumplida. 

 

C)     En los fraccionamientos concedidos con garantía o garantías constituidas sobre el conjunto 

de las fracciones, transcurridos los plazos previstos en el artículo 62.5 de la Ley 58/2003, 

de 17 de diciembre, General Tributaria, sin que el ingreso de las cantidades exigidas se 

hubiese efectuado, se procederá según dispone su artículo 168. 

  

3. Si en los fraccionamientos las garantías se hubiesen constituido con carácter parcial e 

independiente para una o varias fracciones y llegado el vencimiento de una fracción no se efectuara 

el pago, las consecuencias serán las siguientes: 
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A) Si la fracción incumplida incluyese deudas en periodo ejecutivo de ingreso en el momento de 

presentarse la solicitud, se producirá el vencimiento de la totalidad de las fracciones a las que 

extienda sus efectos la garantía parcial e independiente. 

Si la garantía parcial extendiese sus efectos a fracciones que incluyesen deudas en periodo 

ejecutivo de ingreso y a fracciones que incluyesen deudas en periodo voluntario de ingreso en 

el momento de solicitarse el fraccionamiento, se deberá continuar el procedimiento de apremio 

respecto de las primeras. Respecto de las segundas deberá iniciarse el procedimiento de 

apremio y se exigirán los intereses de demora devengados a partir del día siguiente al del 

vencimiento del plazo de ingreso en periodo voluntario hasta la fecha del vencimiento de pago 

de la fracción incumplida. 

 

Transcurridos los plazos previstos en el artículo 62.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria, sin que el ingreso de las cantidades exigidas se hubiese efectuado, se 

procederá a ejecutar la garantía parcial. 

 

El acuerdo de fraccionamiento permanecerá vigente respecto de las fracciones a las que no 

alcance la garantía parcial e independiente. 

 

 

B) Si la fracción incumplida incluyese deudas en periodo voluntario de ingreso en el momento 

de presentarse la solicitud, las consecuencias en relación con la fracción incumplida y con el 

resto de las fracciones pendientes a las que extienda sus efectos la garantía parcial e 

independiente serán las establecidas en el apartado 2.b. 

Transcurridos los plazos previstos en el artículo 62.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria, sin que el ingreso de las cantidades exigidas se hubiese efectuado, se 

procederá a ejecutar la garantía parcial e independiente. 

El acuerdo de fraccionamiento permanecerá vigente respecto de las fracciones a las que no 

alcance la garantía parcial e independiente. 

 

4. La ejecución de las garantías a que se refiere este artículo se realizará por el procedimiento 

regulado en el artículo 74 del Reglamento General de Recaudación. 

El importe líquido obtenido se aplicará al pago de la deuda pendiente, incluidas costas, 

recargos e intereses de demora. 

 

La parte sobrante será puesta a disposición del garante o de quien corresponda. 
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5. En los supuestos de aplazamiento o de fraccionamiento con dispensa parcial de garantía o 

de insuficiencia sobrevenida de las garantías en su día formalizadas, no será necesario esperar a 

su ejecución para proseguir las actuaciones del procedimiento de apremio. En el caso de 

insuficiencia sobrevenida deberá quedar motivada en el expediente la continuación del 

procedimiento de apremio como consecuencia de aquella. 

 

 

 

Sección 2ª. Periodo ejecutivo  

Artículo 70. Periodo ejecutivo 

1. El período ejecutivo se inicia: 

En el caso de deudas liquidadas por la Administración tributaria municipal, el día siguiente al del 

vencimiento del plazo establecido para su ingreso en el artículo 62 de la Ley General Tributaria. 

 

En el caso de deudas a ingresar mediante autoliquidación presentada sin realizar el ingreso, al 

día siguiente de la finalización del plazo que establezca la normativa de cada tributo para dicho ingreso 

o, si éste ya hubiere concluido, el día siguiente a la presentación de la autoliquidación. 

 

2. La presentación de una solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en 

período voluntario impedirá el inicio del período ejecutivo durante la tramitación de dichos expedientes. 

La interposición de un recurso o reclamación en tiempo y forma contra una sanción impedirá el 

inicio del período ejecutivo hasta que la sanción sea firme en vía administrativa y haya finalizado el 

plazo para el ingreso voluntario del pago. 

 

 

3. Iniciado el período ejecutivo, la Administración tributaria municipal efectuará la recaudación 

de las deudas liquidadas o autoliquidadas a las que se refiere el apartado 1 de este artículo por el 

procedimiento de apremio sobre el patrimonio del obligado al pago. 

 



 

Departamento de Gestión Tributaria y Recaudación Calle Batres, 3 – 28939 Arroyomolinos. Madrid. 

Teléfono 91 609 50 56, fax 91609 12 09 

 

4. El inicio del período ejecutivo determinará la exigencia de los intereses de demora y de los 

recargos del período ejecutivo en los términos de los artículos 26 y 28 de la Ley General Tributaria y, en 

su caso, de las costas del procedimiento de apremio. 

 

5. Los recargos del período ejecutivo son de tres tipos: recargo ejecutivo, recargo de apremio 

reducido y recargo de apremio ordinario. Dichos recargos son incompatibles entre sí y se calcularán 

sobre la totalidad de la deuda no ingresada en período voluntario. 

 

6. El recargo ejecutivo será del 5 % y se aplicará sobre el principal de la deuda pagada en 

periodo ejecutivo antes de la iniciación del procedimiento de apremio. El recargo de apremio reducido 

será del 10 % y se aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresada en periodo 

voluntario y el propio recargo antes de la finalización del plazo previsto en el apartado 5 del artículo 62 

de la Ley General Tributaria para las deudas apremiadas. 

 

7. El recargo de apremio ordinario será del 20 % y será aplicable cuando no concurran las 

circunstancias previstas en los párrafos anteriores para la procedencia de los otros recargos del período 

ejecutivo. 

 

8. El recargo de apremio ordinario es compatible con los intereses de demora. Cuando resulte 

exigible el recargo ejecutivo o el recargo de apremio reducido no se exigirán los intereses de demora 

devengados desde el inicio del período ejecutivo.  

 

9. El procedimiento de apremio se iniciará mediante providencia notificada al obligado tributario 

en la que se identificará la deuda pendiente, se liquidarán los recargos a los que se refiere el artículo 28 

de esta ley y se le requerirá para que efectúe el pago. 

 

10. La providencia de apremio será título suficiente para iniciar el procedimiento de apremio y 

tendrá la misma fuerza ejecutiva que la sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos de 

los obligados tributarios  

 

 

Artículo 71. Iniciación del procedimiento de apremi o 

 

1. El procedimiento de apremio se iniciará mediante providencia dictada por el titular de la 

tesorería municipal y notificada al obligado tributario en la que se identificará la deuda pendiente, se 
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liquidarán los recargos a los que se refiere el artículo 28 de la Ley General Tributaria y se le requerirá 

para que efectúe el pago. 

 

2. La providencia de apremio será título suficiente para iniciar el procedimiento de apremio y 

tendrá la misma fuerza ejecutiva que la sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos de 

los obligados tributarios. 

 

 

 

Artículo 72. Impugnación de la providencia de aprem io 

 

1. Contra la providencia de apremio podrá interponerse recurso de reposición ante el titular de 

la tesorería municipal previsto en el artículo 14 del Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales, en 

el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de su notificación. Contra la resolución, que no 

agota la vía administrativa, podrá interponerse recurso de alzada ante el Alcalde. 

 La resolución de este último agota la vía administrativa y contra la misma podrá interponerse 

recurso contencioso-administrativo en la forma y plazos previstos en la ley reguladora de dicha 

jurisdicción.  

 

2. Contra la providencia de apremio sólo serán admisibles los siguientes motivos de oposición:  

 

a) Extinción total de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago. 

 

b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en período voluntario y otras 

causas de suspensión del procedimiento de recaudación. 

 

c) Falta de notificación de la liquidación. 

 

d) Anulación de la liquidación. 

 

e) Error u omisión en el contenido de la providencia de apremio que impida la identificación del 

deudor o de la deuda apremiada.  

 

3. El procedimiento de apremio se suspenderá en la forma y con los requisitos previstos en el 

artículo 165 de la Ley General Tributaria y en los artículos 25 y 39 a 47 del Real Decreto 520/2005, de 
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13 de mayo, por el que se aprueba el reglamento General de desarrollo de la Ley General Tributaria en 

materia de revisión en vía administrativa. 

 

 

 

Artículo 73. Notificación de la providencia de apre mio 

 

1. La notificación de la providencia de apremio se efectuará en el lugar y forma previstos en los 

artículos 109 a 112 de la Ley general Tributaria y en los artículo 58 y siguientes de la Ley 30/1992, de 

26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo 

Común, y deberá contener los siguientes datos: 

 

a) Texto íntegro de la providencia, indicando que no es definitiva en vía administrativa.  

b) Recursos que contra el mismo procedan, órganos ante los que puedan interponerse y plazo 

para su interposición. 

c) Plazo y lugar de ingreso de las deudas apremiadas y advertencia de que, en caso de no 

efectuarse el ingreso en dichos plazos, se procederá sin más al embargo de los bienes del 

deudor o la ejecución de las garantías existentes. 

d) Advertencia sobre la liquidación de los intereses de demora y repercusión de las costas del 

procedimiento. 

f) Advertencia sobre la no suspensión del procedimiento salvo en los casos previstos en el 

artículo 125 de la Ley General Tributaria y en los artículos 25 y 39 a 47 del Real Decreto 

520/2005. 

 

Artículo 74. Intereses de demora 

1. No se exigirán los intereses de demora por el tiempo transcurrido del período ejecutivo, 

cuando la deuda que no haya sido suspendida, aplazada ni fraccionada, se haya satisfecho antes de 

dictarse la providencia de apremio, o bien una vez dictada ésta antes de la notificación de la misma. 
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2. En los demás casos, la liquidación de los intereses de demora se realizará en el momento 

del pago de la deuda en apremio y con carácter general, se cobrará con el principal. 

3. Si el deudor se negase a satisfacer los intereses de demora en el momento de pagar el 

principal, se practicará liquidación de intereses al aplicar el líquido obtenido en la cancelación de la 

deuda, si aquella fuera superior. 

4. Si se embarga dinero en efectivo o en cuenta bancaria, podrán calcularse y retenerse los 

intereses en el momento del embargo, si el dinero disponible fuera superior a la deuda perseguida. 

Si en estos casos el líquido obtenido fuera inferior, se practicará posteriormente liquidación de 

los intereses devengados. 

5. Se practicará liquidación de intereses, sea cuál fuere el importe de la liquidación resultante. 

La base sobre la que se aplicará el tipo de interés no incluirá el recargo de apremio. 

Artículo 75 

1. El embargo sobre los bienes del deudor se efectuará en cuantía suficiente para cubrir el 

importe de la deuda tributaria, los intereses que se hayan causado o se causen hasta la fecha del 

ingreso y las costas del procedimiento; con respeto siempre al principio de proporcionalidad y siguiendo 

el orden y requisitos que establecen la Ley General Tributaria y el Reglamento General de 

Recaudación. 

2. Los órganos de recaudación podrán comprobar e investigar la existencia y situación de los 

bienes o derechos de los obligados al pago de una deuda tributaria, para asegurar o efectuar su cobro, 

ostentando las facultades que la citada Ley reconoce a la Administración. 

3. Responderán solidariamente del pago de la deuda tributaria las personas que sean 

causantes o colaboren en la ocupación maliciosa de bienes o derechos del obligado al pago con la 

finalidad de impedir su traba, por culpa o negligencia incumplan las órdenes de embargo, o con 

conocimiento del embargo, colaboren o consientan en el levantamiento de los bienes; respondiendo 

hasta el importe del valor de los bienes o derechos que se hubieran podido embargar. 

Sección 3ª. Créditos incobrables  

Artículo 76 
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1. Son créditos incobrables aquellos que no pueden hacerse efectivos en el procedimiento de 

recaudación por resultar fallidos los obligados al pago y los demás responsables, si los hubiese. 

2. Una vez comprobado en el curso del procedimiento de apremio la insolvencia de los 

deudores principales y de los responsables solidarios, o que su paradero es desconocido, serán 

declarados fallidos por la Junta de Gobierno Local. 

A estos efectos se considerarán insolventes aquellos deudores respecto de los cuáles se ignore 

la existencia de bienes o derechos embargables o cuando los poseídos por el deudor no hubiesen sido 

adjudicados al Estado de acuerdo al Reglamento General de Recaudación. 

3. Una vez declarados fallidos por la Junta de Gobierno Local los deudores principales y los 

responsables solidarios, se indagará la existencia de responsables subsidiarios. 

Si no existen responsables subsidiarios, o si éstos resultan fallidos, el crédito será declarado incobrable 

por la Junta de Gobierno Local. 

Artículo 77 

1. La declaración de crédito incobrable motivará la baja en las cuentas del crédito. 

2. Dicha declaración no impide el ejercicio por la Hacienda municipal de las acciones que 

puedan ejercitarse con arreglo a las Leyes, contra quién proceda, en tanto no se extinga la actuación 

administrativa para su cobro. 

3. Los créditos declarados incobrables, correspondientes a personas físicas o sociedades 

inscritas en el Registro Mercantil, serán anotados en el mismo en virtud de mandamiento expedido por 

el órgano de recaudación competente. En lo sucesivo el Registro comunicará a dicho órgano cualquier 

otro acto relativo a dicha entidad que se presente a inscripción. 

4. En Bases de Ejecución se establecerán criterios a aplicar en la formalicen de propuestas de 

declaración de créditos incobrables con antigüedad superior a dos años. 

Artículo 78 

Declarado fallido un deudor, los créditos contra el mismo de vencimiento posterior a la 

declaración, se considerarán vencidos y serán dados de baja por referencia a dicha declaración, si no 

existen otros obligados o responsables. 
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A tal fin, se dará traslado a los servicios de gestión liquidadora para la depuración de los 

correspondientes registros fiscales, mediante la organización que reglamentariamente se determine. 

Artículo 79 

1. Los servicios de Recaudación vigilarán la posible solvencia de los obligados y responsables 

declarados fallidos. 

2. En caso de sobrevenir esta circunstancia y de no mediar prescripción, procederá la 

rehabilitación de los créditos incobrados. Como consecuencia, se reabrirá el procedimiento ejecutivo 

comunicando simultáneamente la determinación adoptada a la correspondiente oficina gestora, para 

que practique nueva liquidación de los créditos dados de baja, a fin de que sean expedidos los 

correspondientes títulos ejecutivos, en la misma situación de cobro en que se encontraban en el 

momento de la declaración de fallidos. 

Artículo 80. Criterios a aplicar en la formulación de propuestas de declaración de créditos 

incobrables 

1. Se podrá no dictar liquidación derivada de expedientes individuales o, en su caso, se podrán 

anular o dar de baja en contabilidad, aquéllas de las que resulte una deuda inferior a 5 euros por 

considerarse insuficientes para la cobertura del coste del servicio de gestión y recaudación respectivos. 

2.  Con la finalidad de conjugar el respeto a al principio de legalidad procedimental con el de 

eficacia administrativa, se establecen los requisitos y condiciones que habrán de verificarse con 

carácter previo a la propuesta de declaración de créditos incobrables. 

 

3.- La documentación justificativa será diferente en función de los importes y características de 

la deuda, distinguiéndose los siguientes supuestos: 

 

3.1. Expedientes por deudas acumuladas por importe inferior a 60 euros, se formulará 

propuesta de declaración de crédito incobrable con los siguientes requisitos: 

 

 3.1.1. Deberá figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos los domicilios que 

figuren en los valores, en el domicilio que figure en la base de datos municipal, y en el domicilio que 

conste en el padrón de habitantes. 
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 3.1.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios indicados en el apartado 

anterior con resultado negativo, ya sea por ser el deudor desconocido o por resultar ausente, con dos 

intentos de notificación, se deberán de publicar mediante anuncios en el Boletín Oficial de la provincia. 

 

 3.1.3. Disponiendo del NIF del deudor se deberá acreditar el embargo de fondos, en diferentes 

entidades bancarias. 

 

3.2. Expedientes por deudas acumuladas de importe comprendido entre 60 y 300 euros. Se formulará 

propuesta de declaración de crédito incobrable con los siguientes requisitos: 

 

  3.2.1 Deberá de figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos los domicilios que 

figuran en los valores, en el domicilio que figure en la base de datos municipal, y en el domicilio que 

conste en el padrón de habitantes. 

 3.2.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios indicados en el apartado 

anterior, con resultado negativo, ya sea por ser el deudor desconocido o  por resultar ausente, con dos 

intentos de notificación, se deberán de publicar mediante anuncios en el Boletín Oficial de la 

Comunidad de Madrid. 

 3.2.3. Se deberá acreditar en el expediente que el deudor no figura como sujeto pasivo en el 

padrón del Impuesto sobre bienes inmuebles o en el Impuesto sobre actividades económicas. 

 3.2.4. Disponiendo del NIF del deudor se deberá acreditar el embargo de fondos, en diferentes 

entidades bancarias así como el embargo, con resultado negativo, de sueldos, salarios y pensiones. 

  

3.3. Expedientes por deudas acumuladas de importe superior a 300 euros que figuren a nombre de 

personas físicas. Se formulará propuesta de declaración de crédito incobrable con los siguientes 

requisitos: 

 

 3.3.1. Deberá de figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos los domicilios que 

figuran en los valores, en el domicilio que figure en la base de datos municipal, y en el domicilio que en 

la base de datos municipal, y en el domicilio que conste en el padrón de habitantes. 

 3.3.2. En los supuestos de notificación practicadas en los domicilios indicados en el apartado 

anterior con resultado negativo, ya sea por ser el deudor desconocido o por resultar ausente, con dos 

intentos de notificación, se deberán de publicar mediante anuncios en el Boletín Oficial de la 

Comunidad de Madrid. 
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 3.3.3. Se deberá acreditar en el expediente que el deudor no figura como sujeto pasivo en el 

padrón del Impuesto sobre bienes Inmuebles, en el Impuesto sobre actividades económicas, y en el del 

Impuesto sobre Vehículos de tracción mecánica. 

 3.3.4. Disponiendo del NIF del deudor se deberá acreditar el embargo de fondos, en diferentes 

entidades bancarias así como el embargo, con resultado negativo, de sueldos, salarios y pensiones. 

 3.3.5. Se deberá acreditar que no figuran bienes inscritos a nombre del deudor en el servicio de 

Índice Central de los Registros de la Propiedad, así como en otros Registros Públicos. 

 3.3.6. Se deberá acreditar el intento de embargo de devoluciones tributarias, a practicar por la 

AEAT. 

  

3.4. Expedientes por deudas acumuladas de importe superior a 300 euros que figuren a nombre de 

entidades jurídicas. Se formulará propuesta de declaración de crédito incobrable con los siguientes 

requisitos: 

 3.4.1. Deberá figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos los domicilios que 

figuran en los valores y en el domicilio que figure en la base de datos municipal. 

 3.4.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios indicados en el apartado 

anterior con resultado negativo, se deberán de publicar mediante anuncios en el Boletín Oficial de la 

provincia.  

 3.4.3. Se deberá acreditar en el expediente que la entidad deudora no figura como sujeto 

pasivo en el padrón del Impuesto sobre bienes Inmuebles, en el impuesto sobre actividades 

económicas, y en el del Impuestos sobre vehículos de tracción mecánica. 

 3.4.4. Se deberá acreditar el embargo de fondos, en diferentes entidades bancarias. 

 3.4.5. Se deberá acreditar que no figuren bienes inscritos a nombre de la entidad deudora en el 

Servicio de Índice Central de los Registros de la Propiedad, así como en otros Registros Públicos. 

 3.4.6. Se deberá de constatar las actuaciones que han sido realizadas mediante la información 

facilitada por el Registro Mercantil. 

 3.4.7. Se deberá acreditar el intento de embargo de devoluciones tributarias, a practicar por la 

AEAT. 

 

4.- A los efectos de determinar la cuantía a que se refiere los apartados anteriores, se computarán 

todas las deudas por conceptos diferentes a multas de circulación de un contribuyente que queden 

pendientes de pago y siempre que se haya dictado la providencia de apremio. 
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Se pospondrá la propuesta de crédito incobrable dentro del plazo de prescripción, en los casos que el 

incremento de la cuantía por la posible acumulación de deudas de vencimiento periódico, pueda 

permitir una tramitación más rigurosa del expediente según lo que se establece en el apartado anterior. 

 

 

5.- En la tramitación de expedientes de créditos incobrables por multas de circulación, se formulará la 

correspondiente propuesta cuando: 

 

a) El importe de la deuda sea igual o inferior a 90 euros y haya sido infructuoso el embargo de 

fondos. 

b) El importe de la deuda haya sido igual o inferior a 300 euros y hayan sido infructuosos los 

intentos de embargo de fondos y de salarios. 

c) Siendo el importe de la deuda superior a 300 euros, no han tenido resultado positivo las actuaciones de 

embargo de vehículos o bienes inmuebles. 

        

A estos efectos, y a propuesta del concejal responsable de Circulación, por Resolución de la  Alcaldía 

se dictarán normas complementarias de las contenidas en esta Ordenanza. 

 

Artículo 81. Aplicación del principio de proporcion alidad  

 

1. Al efecto de respetar el principio de proporcionalidad entre el importe de la deuda y los medios 

utilizados para su cobro, cuando sea necesario proceder a la ejecución forzosa de los bienes y 

derechos del deudor, por deudas inferiores a 300 euros, sólo se ordenarán las actuaciones de embargo 

siguientes: 

 

a) Deudas de cuantía inferior a 30 euros. 

- Embargo de dinero efectivo o de fondos depositados en cuentas abiertas en entidades de 

crédito. 

b) Deudas de cuantía comprendidas entre 30 y 300 euros. 

- Embargo de dinero efectivo o en cuentas abiertas en entidades de crédito 

- Créditos,  valores y derechos realizables en el acto, o a corto plazo 

- Sueldos, salarios y pensiones. 

 

2. A efectos de determinar la cuantía a que se refiere el punto anterior, se computarán todas las 

deudas de un contribuyente que quedan pendientes de pago y siempre que se hubiera dictado 

providencia de apremio. 
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3. Cuando el resultado de las actuaciones de embargo referidas en el punto 1 sea negativo, se 

formulará propuesta de declaración de crédito incobrable. 

 

4. Cuando la cuantía total de la deuda de un contribuyente sea superior a 300 euros se podrá 

ordenar el embargo de los bienes y derechos previstos en el artículo 169 de la Ley General Tributaria, 

preservando el orden establecido en el mencionado precepto. 

 

5. No obstante lo previsto en el punto 4, cuando se hubiera de embargar un bien cuyo valor es 

muy superior a la cuantía de la deuda, se actuará según las instrucciones del Tesorero/a. 

 

6. Sin perjuicio del criterio general reflejado en el apartado anterior, cuando el deudor hay 

solicitado la alteración del orden de embargo de sus bienes, se respetará el contenido de tal solicitud 

siempre que con ello, a criterio del órgano de recaudación, la realización del débito no se vea 

dificultada. 

 

7. Si el Ayuntamiento y el obligado tributario no hubieran acordado un orden de embargo diferente 

del previsto en el artículo 169.2 de la Ley General Tributaria, se embargarán los bienes del obligado 

teniendo en cuenta la mayor facilidad de su enajenación y la menor onerosidad de ésta para el 

obligado. 

 

Artículo 82 

La Junta de Gobierno Local, a petición razonada del Recaudador, ordenará la actuación de la 

Policía Municipal en auxilio y protección de las actuaciones ejecutivas del Ayuntamiento en el ejercicio 

de la Gestión Recaudatoria, de acuerdo a la normativa vigente.  

Sección 4ª. Suspensión y terminación del procedimie nto  

Articulo 83. Suspensión del procedimiento de apremi o 

1. La suspensión del procedimiento de apremio como consecuencia de la interposición de un se 

tramitará y resolverá de acuerdo con la Ley General Tributaria y el Real Decreto 520/2005, de 13 de 

mayo, por el que se desarrolla la misma en materia de revisión en vía administrativa. 
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2. Cuando el interesado demuestre la existencia de error material, aritmético o de hecho en la 

determinación de la deuda, que esta ha sido ingresada, condonada, compensada, aplazada o 

suspendida o que ha prescrito el derecho a exigir su pago, se le notificará la suspensión de las 

actuaciones del procedimiento de apremio en tanto se dicte el acuerdo correspondiente. 

Cuando la apreciación de las citadas circunstancias no sea competencia del órgano de 

recaudación que haya recibido la solicitud de suspensión, este podrá suspender las actuaciones y dará 

traslado al órgano competente. 

Este último informará al órgano de recaudación que estuviera tramitando el procedimiento de 

apremio sobre la concurrencia de alguna de las circunstancias señaladas. 

La resolución que se adopte se notificará al interesado comunicándole, en su caso, la 

continuación del procedimiento de apremio. 

Artículo 84 

1. Será causa de suspensión del procedimiento de apremio, sobre los bienes o derechos 

controvertidos, la interposición de tercería de dominio. Esta suspensión será acordada por el 

Recaudador, una vez se hayan adoptado las medidas de aseguramiento que procedan, según lo 

dispuesto en el artículo 119.4 del Reglamento General de Recaudación, y vistos los documentos 

originales en que el tercerista funde su derecho. 

2. En los casos de concurrencia de procedimientos administrativos de apremio y 

procedimientos de ejecución o concursales universales, judiciales y no judiciales, el Recaudador 

solicitará de los órganos judiciales información sobre estos procedimientos que puedan afectar a los 

derechos de la Hacienda municipal, acordando al mismo tiempo la suspensión del procedimiento. 

3. Una vez obtenida la información según el párrafo anterior, se dará cuenta a la Asesoría 

Jurídica, acompañando cuanta documentación sea necesaria y en concreto certificación de las deudas, 

al efecto de que por parte de esta Asesoría se asuma la defensa de los derechos de la Hacienda 

municipal. 

4. La competencia para suscripción de acuerdos o convenios que resultasen de la tramitación 

del procedimiento anterior, corresponde al Alcalde.  

Artículo 85 
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1. En su caso, la enajenación de los bienes embargados se llevará a efecto mediante subasta, 

concurso o adjudicación directa; pudiendo concluir el procedimiento con la adjudicación a la Hacienda 

municipal de los bienes embargados. 

2. En cualquier momento anterior al de la adjudicación de bienes se podrán liberar los que 

estuvieran embargados pagando la deuda tributaria, las costas y los intereses posteriores devengados 

durante el procedimiento. 

3. No obstante, la Administración municipal no podrá proceder a la enajenación de los bienes y 

derechos embargados en el curso del procedimiento de apremio, hasta que el acto de liquidación de la 

deuda tributaria ejecutada sea firme; salvo en los supuestos de fuerza mayor, bienes perecederos, 

bienes en los que exista un riesgo de pérdida inminente de valor o cuando el contribuyente solicite de 

forma expresa su enajenación. Todo ello de acuerdo con la Ley General Tributaria. 

CAPITULO XIII. Revisión de los actos en vía adminis trativa 

Artículo 86 

 

Los actos y actuaciones de aplicación de los tributos y los actos de imposición de sanciones 

tributarias podrán revisarse, conforme a lo establecido en la Ley General Tributaria, Texto Refundido de 

la Ley Reguladora de las Haciendas Locales y Ley de Medidas para la Modernización del Gobierno 

Local y Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo mediante: 

a) Los procedimientos especiales de revisión. 

b) El recurso de reposición. 

 

Artículo 87 

Contra los actos sobre la aplicación y efectividad de los tributos y restantes ingresos de 

Derecho público locales, podrá formularse ante el mismo órgano que los dictó, recurso de reposición 

regulado en el artículo 14.2 del Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales 

aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2.004, de 5 de marzo, en el plazo de un mes a contar desde la 

notificación expresa del acto impugnado o la exposición pública de las correspondientes listas 

cobratorias. Contra la denegación del recurso de reposición, los interesados podrán interponer recurso 

contencioso administrativo. 

 

Artículo 88 

 



 

Departamento de Gestión Tributaria y Recaudación Calle Batres, 3 – 28939 Arroyomolinos. Madrid. 

Teléfono 91 609 50 56, fax 91609 12 09 

 

1. La interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado 

con los consiguientes efectos legales incluida la recaudación de cuotas o derechos liquidados, intereses 

y recargos. No obstante, en los mismos términos que en el Estado, podrá suspenderse su ejecución 

mientras se sustancia el recurso, teniendo en cuenta: 

 

a)  En todo caso, será competente para tramitar y resolver la solicitud el órgano local que dictó el 

acto. 

 

b) Las resoluciones desestimatorias de la suspensión sólo serán impugnables en vía contencioso 

administrativa. . Procederá la suspensión en los mismos términos que establece la LGT y en el 

Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento General de 

desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en 

vía administrativa teniendo en cuenta que:  

 

• No surtirá efectos suspensivos la solicitud a la que no se acompañe la correspondiente 

garantía, sin necesidad de resolución expresa al efecto.  

• La garantía a constituir por el recurrente para obtener la suspensión automática sólo podrá 

consistir en alguna de las siguientes:  

 

� Depósito en dinero efectivo o en valores públicos en la Caja Municipal.  

� Aval o fianza de carácter solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía 

recíproca o certificado de seguro de caución.  

 

c) Cuando se interponga el recurso contencioso contra la resolución del recurso de reposición, la 

suspensión acordada en vía administrativa se mantendrá hasta que el órgano judicial 

competente adopte la decisión que corresponde, siempre que exista garantía suficiente. 

 

2. Los actos de imposición de sanciones tributarias quedarán automáticamente suspendidas sin 

necesidad de aportar garantía, por la presentación en tiempo y forma del recurso de reposición y sin 

que puedan ejecutarse hasta que sean firmes en vía administrativa. 

3. La Administración municipal reembolsará, previa acreditación de su importe, el coste de las 

garantías aportadas para suspender la ejecución de una deuda tributaria, en cuanto ésta se declarada 

improcedente por sentencia o resolución administrativa y dicha declaración adquiera firmeza. 

Cuando la deuda tributaria sea declarada parcialmente improcedente, el reembolso alcanzará a la parte 

correspondiente del coste de las referidas garantías. 
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Artículo 89 

 

Contra las Ordenanzas Fiscales de las entidades locales no cabrá otro recurso que el 

contencioso administrativo, que se podrá interponer a partir de la publicación en el Boletín Oficial de la 

Provincia en la forma y plazos que establecen las normas reguladoras de dicha jurisdicción. 

DISPOSICIÓN FINAL 

En todo lo no previsto expresamente por esta Ordenanza, se estará a lo que dispone la Ley 

reguladora de las Bases del Régimen Local, la Ley reguladora de las Haciendas Locales y la Ley 

General Tributaria , así como el Reglamento General de Recaudación ( RD 939/2005) , el Real Decreto 

por el que se desarrolla el régimen sancionador tributario, y el Reglamento de desarrollo de la LGT que 

regula la revisión de actos en vía administrativa (RD 520/2005),  los preceptos de las respectivas 

Ordenanzas Fiscales reguladoras de cada uno de los tributos en particular vigentes en este municipio; y 

a cuantas otras disposiciones resulten de aplicación a nivel local en materia tributaria.  

 

Última modificación aprobada en pleno el 9 de octub re de 2014, publicación definitiva  en 
BOCM nº  304 del 22 de diciembre de 2014. 
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